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ORGANIZACiÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CASO 12.132
ERNE5TINA Y ERLlNDA SERRANO CRUZ

ALEGATOS FINALES DE LA CIDH

1. INTRODUCCiÓN
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1. La Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante la "Comisión
Interamericana" o "la CIDH") presenta a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en
adelante "la Corte") su escrito de alegatos finales en el caso' 2.132 contra la República de
El Salvador (en adelante el "Estado salvadoreño" o "111 Estado") por los hechos acaecidos
en junio de 1982, que resultaron en la toma en custodia, secuestro y desaparición forzada
de las entonces niñas Ernestina V Erllnda Serrano Cruz len adelante "las víctlrnas" o "las
niñas"), de 7 y 3 años de edad, respectivamente'.

2. En una primera vertiente, todos loa elementos constitutivos de una
desapanciM forzada han sido probados en este Caso: las niñas fueron tomadas en custodia
por miembros del Ejército salvadoreño; a partir de ese momento, el Estado ha negado
sistemáticamente toda Información sobre su paradero y sobre su destino; el recurso de
hábeas corpus interpuesto por sus familiares fue denegado con argumentos espurios; las
investigaciones han sido ineficaces y no han tenido como objeto la determinación de la
8uerte final COrrida por las niñas, como tampoco la sanción de los responsables. Todas
estas circunstancias han sido debidernente probadas por la Comisión Interamericana y por
la parte lesionada. Como en toda desaparición forzada. la Corte tiene todos los elementos
para declarar que en el C850 de las hermanas Serrano Cruz ha habido una gravísima
afectación de derechos, incluyendo el derecho a la vida.

3. Al mismo tiempo, en una segunda vertiente, en el caso Serrano Cruz se
configura una desaparición forzada en la que la esperanza de que Ernestina y ErUnda se
encuentren con vida es respaldada por encuentros ocurridos en casos similares. Esta
materia no tiene precedente en la historia de la Corte: durante su testimonio en la audiencia
pública de 7 de septiembre de 2004, Jon Cortina exteriorizó su alegrra porque en esa
misma fecha recibió noticias desde El Salvador referentes al hallazgo de otra joven que
habla estado desaparecida desde la década de 105 80. Se ha recibido información escrita y
testimonios orales acerca de los encuentros realizados desde la época del conflicto armado
interno en El Salvador, que mantienen la esperanza de que las niñas Serrano Cruz estén
COn vida y sean hoy jóvenes adultas: en este contexto, la intervención del sistema
interamericano de protección de los derechos humanos adquiere especial relevancia.

1 o. conformidad cOn la Con\l.l'\CiÓn .obra lo. Oaraeno. del Niño," l. Organi.aciÓn de Necione. Unida. (19891•
"ni"" .5 todo 541r hum.-no menor de 18 .1\08 de ed.d, calvo qUII, 111" virCud de le ley que .ee .pliceble, he.,... atcanzado em••
la mayo,1a el. ~e:t'. Ver: oer1lficedos de nacimlanto de Erneatitla y Erlind. S......o Cru., Anexo 5Ia).
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4. Lamentablemente. la displicencia, negligencia y obstrucción por p.nte de las
autoridades judiciales, de procuración de justicia y militares salvadoreñas han Impedido
hasta la feche determinar el destino final de las hermanas Serrano Cruz. A más de 22 años
de' inicio de los hechos, a más do 11 años de la interposición de la primera denuncia penal,
a 9 años de la aceptación de la competencia contenciosa de la Corte, el Estado no ha
adoptado medidas efectivas para la búsqueda de la verdad y ha incumplido su deber de
realizar todas las gestiones necesarias para facilitar la reunificación familiar, en el supuesto
de Que esto aún resulte msteriatrnente posible.
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5. La Comisión lnterarnerlcana considera esencial el reconocimiento judicial de
los hechos en el proceso ante la Corte, ya que constituye el fundamento de las violaciones
en las Que ha incurrido el Estado al desaparecer a Ernestina y ErUnda Serrano Cruz. Al
mismo tiempo, dicho reconocimiento es un mecanismo de dignificación y un medio legítimo
de liberación de la verdad de lo ocurrido.

6. En este caso, la verdad se ha limitado a ser una "verstén de la historia" V no
una confirmación u oficialización de los hechos. La verdad ha sido sistemáticamente
neg¡¡Jda bajo la figurlJ de la falta de información y de la falta de voluntad en la investigación
que, a su vez, han generado impunidad V desconocimiento del paradero de las hermanas
SerranO Cruz. Por ello, es de suma importancia establecer que los hechos que se presentan
a continuación han sido probados y la Comisión Interamericana así solicita la Corte que lo
declllre:
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A.

HECHOS

Sobre el contexto histórico2

001790

a. Desde 1980. El Salvador estuvo sumido en un conflicto armado interno que
duró más de 12 años. La guerra civil afectó en forma generalizada a la
población V dejó millares de muertos.
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b.

c.

d.

Durante los primeros años del conflicto. sobre todo en los años 1980 a
, 984, el ej~rcito de El Salvador llevaba a cabo campañas militares. Estas
operaciones se dirigían a destruir las bases de apoyo civil Que se constituran
en las zonas del país donde tenían presencia las unidades de la guerrilla,
cuyos integrantes eran denominadas "delincuentes terroristas"" por el Estado.

Las bases de apoyo civil fueron ccnocídas por las Fuerzas Armadas como
"masas" y descritas como "personal civil Que apoyaba a los delincuentes
terrorietes, los apoyaban en el aspecto logístico, los acompañaban, vivlan con
ellos'", Es decir, "población que había decidido apoyar a la Guerrilla",
cuya"mayoría eran mujeres, ancianos y niños pequeñes'".

los operativos militares más fuertes se dieron en áreas del país donde se
encontraban unidades guerrilleras permanentes, en regiones conocrdas como
"zonas conflictivas". particularmente en los departamentos dI! Chalatenango,
Cabañas, Cuscatlán, San Vicente, Usulután, Morazán y las partes norte de

-

,....

2 Todos los hecho. que se presentan en .5tS ilc;llpite se encuentran tundamemlldoe en el texto de la demanda y
sus anexos. en lile decla'aciones jurada. h loa seilores David Morale5. OaU9filss Cusel y Marcial V"a Ramoe. ul como los
teStimonios de Jan Cortina v Jorge Alberto Orellana Osario ante la Corte Imeramerlcana de Oerecho.. H...manos los olas 7 y 8
de eeptiembre de 2004. Adsm68 de la prueba mencionedll. es necesario indicar q..... m...chos de los hechos f ....ron
reconocidos V comprObados por el Estado,

J Testimonio del Coronel Jorge Alber'\o Orellena Osario Itestigo presentill;!o por el Estado) antB le Corte
Interamericana 81 B de septiembre de 2004.

• Testimonio del Coronel Jorge Albeno OreUilna Osario ante la Corte Interamericilne el II de septIembre d. 2004 Y
declereclOn jur.d. de Marcial Vela Ramos lparlto ofrecido por el EstadoJ. ~g. 1.

• OeclaraciOn ¡uroda de Marei.l Vela Ramos. plig- 1,

#~920-004
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e.

f.

g.

h.

•
I .

B.

las ciudades de San Salvador y San Miguel. El objetivo de estos operativos
era destruir la base de apoyo de la guerrilla.

El modus operend! de dichas campañas era el desplazamlento forzado y la
eliminación. durante las cuales la torna en custodia y posterior desaparici6n
de niños y niñas se insertó de forma común en una coyuntura de violencia.
de muerte, de pérdidas y de desarraigoss .

La desaparición de las niños no fue cesual, estos eran tomados en custodia,
evacuados en helicóptero y llevados en primera instancia a los cuarteles
militares, le toma en custodia era registrada por parte de las Fuerzas
Armadas de forma general al indicar que se entregaban "tantos hombres,
tantas mujeres y tantos niños" y de allí en edelante, los agentes estatales
interpretaban que la responsabilidad por los niños tomados en custodia por
parte del Ejército salvadoreño "era una responsabilidad del párroco, de la
Cruz Roja. etc'",

La mayor parte de estas desapariciones datan de los primeros años del
conflicto cuando se verificaron la mayor parte de los desptazarnlentos
forzados",

En la época en la que sucedieran los hechos del presente caso, la
desaparición forzada de personas. particularmente de nil'\os, constituía una
práctica del Estado IIl'!vada a cabo principalmente por agentes de sus fuerzas
armadas dentro de un contexto de represlen y de persecución masiva de
poblaciones campesinas, a las cuales identificaba como simpatizantes de la
guerrilla.

El uso de la violencia fue una constante en las deseparicionas forzadas de
personas ejecutadas por 109 miembros de seguridad del Estado. Durante los
12 años que duró el conflicto armado salvadoreño, los niños y 185 niñas
estuvieron expuestos a multiplicidad de violaciones a sus derechos, siendo
víctimas direetae de desapariciones forzadas. ejecuciones arbitrarias y otros
hechos violatorios .

Sobre 'a. niñas y su familiaQ

-

-
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• Duran•• 81.1 \.a'imonio. el Co.ona' Jorge Alberto O••lIana .....nih...ó Que:

(pIara (19821 se habra" va ao..rroUado varias oporaoiona. y se .anla co~clmion'o d. lugares da
p.nr.i_tenC!:i. de los ·dalinauente. terroristas·, emOnces generermente en las diferenl". 10000.lidades en qu.
sa tenia una peraiatan,,¡. de (1" guerrilla! y ,n l. Qual se tenra un elevado po"",nt.je de tomar contacto, la
población "Ivll -no todos- había ¡"Ievacuaelo!"), habra disminuillo 11Il presencia de ellos en oiertes
loealidadee (... )

T.S'imonio del COron.1 Jorge Alberto Or.llen. OBorio ante Is Corte Int.ramorieana el El ele septi.mlll'l!l ll9 2004.
A.imlsmo, ver declaracl6n !ur.1l11 ele Marcial Vlla AamOl, plg. 2, clonCle lO ...fi..... 1.. masas, las operaeion.a ....lIita"'s, y la.
'.glas de combate en donde IS orden para la. m•••• era de "evaculeión" d. In ~onas•

7 TeatirnOnia d91 Coronel Jorga Alba"" O'.lIana O."rlo ante la Co..a Interamerlcsna el 8 da .epti,mlJre de 2004.

• En ..ta .Ontido. ve. tAmlli'n doel".ci4n ¡....oda da An<l... Oubón Mejla Ytestimonio da M.ri. E/sy DubOn Ao..... 'o
ante! ta Con. In•••amori",.n. el 7 ele ••pti.mbre de 2004.

, - 9" ., O­#::i ¿ lj - v ::.
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a.

b.

Ernestina y ErJinda Serrano Cruz vivlan con sus familiares en el Cantón Santa
Aníte, Jurisdicción de San Antonio de 1<1 Cruz, Chélléltenango, El Salvador,

Ernestina nació el 9 de octubre de 1976 Y ErUnda10 nació el 20 de julio de
1979. Ambas nacieron en su casa de habitación en el Cantón Santa Anita, V
son hijas de M<lrí<l VÍI;;toria Cruz Franco y Dionisio Serrano Morales".

c. El parto de Ernestin<l fue aslstido por la señora Felicita Franco. quien fue a su
vez su madrina de bautismo V el parto de Erlinda por la señora Audelía
Franco, siendo su madrina Mercedes Valle.

-
d. Ernestina era una niña callada, morena. de cabello negro, rizado, de

contextura delgada y una vena que le atravesaba la carita y Erlinda era una
niña bulliciosa. de piel blanca. cabello más claro, liso, más gordita y narizona
que Emestina y que Se parecla a su pap'.

e. Los señores Marra Victoria Serrano Cruz y Dionisia Serrano tuvieron 12 hijos:
Marta. Suyapa, Socorro, Arnulfo, Irma, José Enrique, José Fernando, Juan,
Ernestina. ErUnda, Rosa y Osear.

-
f. En junio de 1982 parte de la familia Serrano Cruz vivía en el Cantón Santa

Anita, Jurisdicción de San Antonio La Cruz, Chalatenango. AIIl, había
presencie militar y constantes enfrentamientos que provocaban que la familia
tuviera que huIr al monte siempre que oyeran tiros porque "tenían miedo de
que los mataran"!",

C. Sobre la d...pariclón de Emestina y Erlinda S.rrano Cruz13

-

-

-

8. Del 27 de mayo al 9 de junio de 1982, el Ejército salvadoreño realizó un
operatIvo en Chalatenango. llamado "la guinda de mayo". dirigido por el
batallón Atlscatl y en que participaron cerca de 14.000 militares. Al saber
de la existencia y proximIdad del operativo, la familia huyó inicialmente hacia
el cantón Los Amates, Jurisdicción de SllIn Isidro Labrador, de donde tuvieron
que regresar 8 Santa Anita y de alll empezar un largo recorrido.

•

r:,
•
·
•

r
I

, Lo8 hechos Que se presentan en elte Ic6pite se encuantl"lln fund.mentado. en e' te"to de II demandl V lUlO
anl"ol. en In d.ellrlcio"". I","d.. de JoI. Femando 5""800 y Maria Victo,il Crw. IIr como en e\ t_imonío dI SUVIPll
Satrlno CnIz ente II Corte InllrlmoriClnl d. O,'acho. Humlnol .1 7 d...",ilmb", de 2004.

10 En .1 caso de ErJlndl. la certificaci6n d. bautismo indicI que su feche de necimlento •••127 el. IgOltO de 1978.

11 C.rtifiCllciones de las partidl. de nlcimieoto emitidas por la Aloaldla MunícipI' de Sen Antonio de la CNZ.
ChllatenlOnllO.

u Testimonio de SUYilPil Serrano Cruz ente la Cone IntetlmericllOa de Derechos Humanos el 7 da eeptiembre de
2004.

.. ltl~ hecho. Que se presentan In elte eCllQite se encuentran lundamanradoa en el texto da la demanda Y s...
_lCOS. In In decJaraCliones juradll di Jos' Femilndo Serreno V Maria Victoria Cruz. as! c:omo lo. testimonios de Jon
Cortina y SuyapI Senano Cruz ente le Corte Interlmenc.na de Derechos Hlltrlanos el 7 de ..ptiembre de 2004.

#5 9 2 :; -00::.
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d. Suyapa Serrano Cruz V su hijo infante fueron testigos de la toma en custodia
de Ernestina V Erlínda. Suyapa oyó desde su escondite a los militares
acercarse al lugar donde se encontraban escondidas las niñas e incluso oyó
a los militares gritar "que habían encontrado unas niñas" y las
conversaciones sobre si las dejaban am o si se las llevaban en el helic6ptero,
que era un medio de transporte Que solamente utilizaban los milítares durante
la época del conñlcto",

,.­,
•

,.-,
•
•

,....
•,

-

,.-

ro
•

,....

b.

c.

e.

f.

g.

Durante su huida del Ejército, la familia Serrano Cruz se dividió en dos
grupos. algunos de los hermanos iban con le madre y otros, incluidas
Emestina y Ertinda, iban con su padre. El 2 de junio de 1982, durante el
desplazamiento de su familia, Ernestina y Erlinda Serrano Cruz se
encontraban escondidas en el "monte 108 Alvarengas". Erlinda estaba herida
en el hombro, como consecuencia de la huida. Su hermana Suyapa se
encontraba escondida a una distancia que le permitía escuchar las cosas que
pasaban a su alrededor "bien cerca de donde ellas estaban"14.

Estando en el "monte los Alvarengas", las niñas fueron tomadas en custodia
por militares integrantes del batall6n "Atlscst]" del Ejército salvadoreño. Las
menores fueron transportadas en un helicóptero militar hasta la ciudad de
Chalatenango.

De conformidad con ambas instituciones, ni en los archivos de la Cruz: Roja
Salvadoreña ni en los del Comité Internacional de la Cruz Roja no consta que
las menores hubiesen sido entregadas 8 estas instituciones luego de su toma
en custodia por parte de miembros del Ejército salvadoreño. El Ejército no
realizó esfuerzo alguno para tratar de ubicar a los familiares de Eme$tina V
Erlinda Serrano Cruz,

La madre de las menores se enteró de la desaparición de Emestina y Erlinda
aproximadamente un mes después de ocurrida ésta. La familia Serrano no
denunció su desaparición en ese momento por temor V desconfianza ante las
autoridades que tendrían que hacerlo en razón del contexto en que vivean y
que incluso, los obligó a salir al exilio por dos años18.

Luego d. su regre60 a El Salvador fa señora Marre Victoria Cruz: realizó
diversas gestiones para localizar a sus hijas desaparecidas. Como parte de
su búsqueda, se encontró con dos personas que también desconocran el
paradero de sus hijos y, junto con ellas y con la colaboración del padre Jan

,.-

-•

r
~,
•

,....
•

" Testimonio de Suyapa Serrilno Cruz ante la Corte InteramericilrJlI de Oerechos Humanos 1I 7 de septiembre de
2004,

,. Testimonio de SUY'PI S..rrlno Cruz ante la Corte Inter.mertcana de oerecnes Hum.no. el 7 de ••ptiembre de
2004.

10 -Mi mam' por miedo nLJl'\C.ll lO decl.r6 bien corno era. porque ella ,cotra miedo*' dIjo Suy.p. S.rr.no Cruz: en le
ludí.ncia ante la Corte Interamericen••17 de .eptiembl'l ~ 2004_

#o92 G- 0 07
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Cortina, fueron parte de la Creación de la Asociación Pro-búsqueda de los
Niños.

A partir de su toma en custodia por parte del Ejército, se desconoce el
paradero de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz. !.as otras dos madres que
buscaban a sus hijos desaparecidos los encontraron con vida al cabo de casi
veinte años, como resultedo de su búsqueda privada y sin colaboración
alguna por parte del Estado salvadoreño .

C. Sobre 1.. gestiones judiciala.17

-

-

a. Al término del conflicto armado y la Firma de los Acuerdos de Paz entre el
Gobierno de El Salvador y el Frente FllIrlllbundo Martr para la Liberación
Nacional, la madre de las menores realizó gestiones judiciales con la
esperanza de localizar 11 Ernestina y Erllnda. De esta forma. el 30 de abril de
1993, presentó una denuncia ante el Juzgado de Primera Instancia de
Chalatenango contra miembros del Batallón Ar/acatf por el secuestro de (as.-runas,

-

b. El 4 de mayo de 1993, la denuncia fue admitida y remitida al Juez de Paz de
San Antonio de los Ranchos. Ella de mayo siguiente la señora Maria
Victoria rindió declaración ante el Juez de Paz de San Antonio de los
Ranchos. El 22 de septiembre de 1993 se resolvió el archivo del proceso.

17 Los h.ehoa que •• pr•••ntat'l en ute ao'pite le enouentren fundem.nI.do. en .1 texto de la dlRlilnd, y ",US
~".XOI, en las d.claracione. jurldll.s de Mari. Victori. Cru~, Isr como los t••drnonio. do Jgn Cort;'l4I, SUYlpa Serr,no Cruz y
Milluel Uvenel ""'\Jeta .nte l. Corte Interamericena de Derechos Humanol el 7 d•••ptlembre de 2004 y e. II de MPtiemllre
de 2004 en relación con el Illtimo de 101 I05'llgol.

-

•

,...,
¡,

,...
••

c.

d.

e.

En el momento de la presentación de la primera denuncia judicial por parte de
la madres de las niña. Serrano Cruz, en El Salvador no habra un clima
suficientemente consolidado que motivara a presentar denuncias por la
desaparición de personas durante el conflicto armado; en efecto, , se
necesitaba mucho valor para hacerlo y por lo tanto, era aún más imposible
que una persona pudiera atreverse a arriesgar su integridad y la de su familia,
con el objeto de obtener una ilusoria retribución económica.

A pesar del archivo de su denuncia en , 993. el 13 de noviembre de 1995,
Marra Victoria Cruz Franco lnterpuao un proceso de exhibición personal ante
la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en el cual
denunció el "secuestro" de sus hijas por parte del Batallón A ttecet! y solicitó
que se Intimara a personal de dicho Batall6n, a representantes de las Fuerzas
Armadas salvadoreñas y a instituciones que pudieran tener información
relativa a niños desaparecidos provenientes de zonas conflictivas, para dar
COn el paradero de sus hijas.

El 14 de marzo de 1996 la Sala Constitucional de la Corte Suprema de
Justicia sostuvo que no era el recurso idóneo para investigar el paradero de
las hermanas Serrano Cruz y además, resolvió sobreseer "por no haber

OCT . C8 ': O(I' ~~ : ~~
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f.

establecido los extremos procesales para establecer 1.. infracción
constítuclcnal". Dicho recurso se incorporó al expediente que se seguía ante
el Juzgado de Primera Instancie de ChalatenelOgo, el cual fue "desarchivado"
en razón del proceso de exhibición personal, pero fue nuevamente archivado
el 16 de marzo de 1998.

El 24 de junio de 1999, con posterioridad de la presentación de la denuncia
ante la Comisión Interamericana"'. el expediente de referencia fue
"desarchivedo" nuevamente. A partir de ese entonces, las gestiones
realizadas en dicho proceso se han encaminado a tratar de producir
declaraciones y documentos con el objeto de negar la responsabilidad estatal
del Estado ante la Corte. en lugar de establecer el paradero de las niñas
Serrano Cruz' 9•

g. Desde 1999. año en que el proceso se desarchiv6. no han sido llamados a
brindar alguna declaración ni los miembros de la familia Serrano, ni las
autoridades que pudiesen tener información relacionada Con el paradero de
las niñas a partir de su toma en custodia por parte de los agentes estatales.

....

h.

-
l.

j.

Desde enero de 2002 el Fiscal Miguel Uvence Argueta asumió como Fiscal
Específico en el ca80 de Ernestina y Erlínda Serrano Cruz, Al asumir sus
funciones existían varias diligencias pendientes en el C8so, como lo eran las
inspecciones judiciales en los libros de la Fuerza Aérea y de la Fuerza Armada
salvadoreñas, las cuales a la iecha siguen pendientes de ejecuci6n.

En octubre de 2003. fecha posterior a le presentación de la demanda ente la
Cortelo

, el Fiscal Uvence recibió de parte del Fiscal General adjunto para
Derechos Humanos la directriz de que se tenIa que constituir al luger de los
hechos en lugar de concentrar su investigación en los libros de la Fuerza
Armada V en raz6n de ello. se constituyó a buscar parientes lejanos de las
niñas Serrano Cruz".

A pesar de esta última reactivación del expediente del caso a nivel interno. el
Fiscal Específico Uvence no entrevistó El los familiares cercenes de I<ls niñas
Serrano Cruz porque sintió "que ellas sentían una apatía 8 la Fiscalía y había
que ser cuidadcso" a pesar de que no la9 conocía22 y desconociendo que
esos familiares precisamente hablan acudido voluntariamente a las instancias
judiciales corno un medio de esperanza para lIegor a encontrar justicia en su
caso .

-
•

,,
--

.. El 1ti d. febrero ae 1999, la Comisión Interamen~ane recllllO una denunCia preaentada por la A8o~i"cjón Pro.
il~squada y el CEJI L.

" En ..Ole sentido, e, p.rticularmente ilustrativa II declaración t ••tlmonlal del Fiscal Miguel UVlilnoe Argueta antl la
C,,"'. lmeromericana de O.rechos Humanos el S d' ""p'iembre da 2004_

20 14 de junio da 2003 1" CIOH pro••nt6 r. demand. en el praa'me "".0 "m. la Corte Inta.am"ri,,"na.

2' Al respecto. ver declaraclon•• juradaa presentadas por .1 Ea'"do de los sa/lO,.s Roqu. Miranda Ayala. B1anOI
Rosa Galdaml' di Franco y Antonio Miranda Clslro, asf como la d.c1a'",,;On jurada de J"., Femando Serran" Cruz.

aa O"OI,r,,,IOn tastimonial dal Fia"al Miguel UlI8nce Argueta anta la COtta Interameri"ana de Oerecnos Hume""s .1
8 dor aeptiembre de 2004.

-• #:' 92 C- (l 0 '1



Durante el tiempo que asumió el cargo. la línea de investigación del Fiscal
Especial Uvence se enfocó en buscar elementos para la defensa del Estado
en el juicio ante la Corte Interamericana rnés que a esclarecer los hechos de
la denuncia originalmente entablada contra el Batallón Ar/acatl por el delito
de secuestro en contra de las hermanas Serrano Cruz23•
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1. El Fiscal Uvence evidenció parcialidad en sus declaraciones ante la Corte
Interamerlcana al manifestar que, a pesar de que estaba realizando
investigaciones en un caso donde se supone que el objetivo último de la
investigación es la justicia y la verdad, no se acercó a la familia Serrano Cruz
como "una precaución que tenia que tener porque el caso ya estaba ante la
Corte Interamericana".

m. El Estado salvadoreño no ha investigado los hechos ni el contexto que se
relacionan con el presente caso. La información Que existe proviene de otras
fuentes.

-

-

-

-

n.

o.

En 1993, como resultadc del mandato establecido en los Acuerdos de Paz,
Se publicó el informe de la Comisión de la Verdad para El Salvador
denominado "De la locura a la esperenza, la guerra de 12 años en El
Salvador" el cual responsabilizó a agente8 estatales por la mayoría de
violaciones de derechos humanos ocurridas durante 1980 hasta 1991.
Durante el periodo de recaudación de información, esta Comisión documentó
5,500 desapariciones forzadas. esto es, el 25% del total de las 22,000
denuncias presentadas.

En el año 2003, la Asociación Pro-búsqueda publicó un libro denominado "La
Paz en Construcción" en el cual se documenta Que 1982 fue el año donde
más desapariciones de niños y niñas hubo> y Que tan s610 en el operativo
militar en el que desaparecieron las hermanas Serrano (la "Guinda de mayo"),
un total de 45 niños y niñas fueron reportados como desaparecidos, siendo
el mayor número de personas menores de edad sustraídas por las fuerzas
armadas salvadoreñas. Entre 1980 y 1984 se hebran perpetrado, al menos,
453 desapariciones de niños y niñas.

-

p. El Estado salvadoreño tuvo numerosas oportunidades para corregir las
violaciones cometidas por sus agentes y sin embargo. todas ellas resultaron
ineficaces. razón por la cual la Comisión Interamericana conoció del caso y,
luego de un cuidadoso análisis, encontró las violaciones que se describen a
continuación.

11 Buac6 ta..igoa que contradijeran los h"ChO. denunciado. por lo. (amili.,e. dlreCIOS, rUllzó parlel.. de loS
doeurnant"" I.."".p,,,,.<lo, en el exptldJente dal eooo ..te el TrlbUn.II. solicitO documentes q>¡1 ya hatlIan licio aportados en la
e...so ce...1 objeto de cont1lldeclr los original.., no eOosiderO que fuera pruclente lelicitarla • loa famihares que declaruln
sobre lo mismo a pesar lIe que sr conaillar6 imporunte recoger lIeclaraciones de otras pe..on.. ajenn al calo que ya hablan
deolarado tambllln, entre algunoa ajemplos Que constan en al expadiente anta l. Cons.

t 4 Pro·bClaquada. 'La Pa. en conÁru<:cIOn', 2003, Pig. 25 .

Or T 1)8 "'1 " " . • a...... ... ' • • 't .:... _'.-: . ,'
HQ-' ''''~·
,. :J • .: '.1 - :.J 1 ,_1
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7. Hasta el 8 de octubre de 2004, la Asociación Pro-búsqueda habra encontrado
11 247 "níñcs". ahora adultos, que fueron tomados en custodia por parte de las Fuerzas
Armadas salvadoreñas, permanecieron desaparecidos por muchos años y luego de una
¡ntense iniciativa de búsqueda organizada por la AsociacIón, sin la participación de entes
estatales, fueron reenconTrados y reunidos con sus familias y con sus verdaderas
identidades.

8. . El mismo dfa de la audiencia pública ante la Corte. la Asociaclén Pro-
búsqueda fue informada de la confirmación del hallazgo de un niño más, lo que renueva las
esperanzas de que con una debida investigación apoyada por recursos estatales, sea
posible establecer el paradero de Ernestina y ErUnda Serrano Cruz.

•
u Los !lechos Que l. presenUO en elte adpile se eocuentran fund.mentldos en el .exto d. le demenda y .u.

ane~ol allÍ como en la declaración ju,edll de Andnoa Dubón Mejra y lo. t••timonios de Jon Cortine y Marll Elly Oubón
Romero ante le Corte Interlmericanl de Oerecho. HumillOS el 7 de IIptiembrS d. 2004 ••

~S9: J - (;11
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9. La Comisión na considerado las excepciones preliminares interpuestas por el
Estado salvadoreño con bale en la normativa aplicable de la Convención American<t, la
jurisprudencia a través de la cual la Corte ha Interpretado este instrumento V el estado
actual del desarrollo del derecho internaciOl"sl de los derech06 humanos. Adicionalmente,
la Comisión ha dado particular importancia a los hechos del caso, en el entendido de Que
la materia de que trata el caso es fundamental en la consideración sobre la competencia
del tribunal respectivo·o.

, O. Tras este examen, la Comisión mentiene la opinión de que la Corte es
competente para el conocimiento de este caso.

- A. Respecto de la competencia de la Corte en razón del ttempo

•

-

-

~,
,

!

r

-

-

~

r,

11 . El Estado salvadorei'lo presenta. bajo este acápite. dos argumentos distintos.
En primera instancia, contiende que el presente caso implica una calíflcación retroactiva del
concepto de la desaparlclén forzada de personas, manifestacIón que mantuvo en el curso
de la audiencia pública celebrada por la Corte. A. través de este argumento, el Estado
equipara el concepto de le desaparición forzada a un tipo penal, al cual no se podrfa hacer
referencia con anterioridad a su codificación en la Convención InTeramericana contra las
Da&apariciones Forzadas de Personas. El Estado erróneamente pretende la apllcaclén de un
prIncipio del derecho penal tnuuum crimen, nul/a poena sine praevia lege poenam al proceso
ante la Corte Interamericana, cuando ésta ha señalado reiteradamente las diferencias entre
el proceso penal y el funcionamiento de los órganos de protección del sistema
Interamericano.

12. Al mismo tiempo. la aceptación del argumento de' Estado salvadoreño
equivaldría a decir que 111 deseparlción forzada de personas habrra constituido, antes de
1994, una conducta permitida o al menos no prohibida por la Convenci6n Americana y el
derecho internacional.

13. La Comisi6n no contiende que la figura tipicII de la desaparlclén forzada de
personas ha sido recibida en el derecho interno de los Estados. y en el derecho
internaCional. De hecho, este es un logro del trabajo conjunto de los Estados amerlcenos V
los órganos del slsterna de protección. La Comisión simplemente ha hecho referencia a
dicho instrumento para utilizar un lenguaje común respecto del concepto con el cual
pueden describirse íos hechos de que fueron v{cllma Ernestina V Erllnda Serrano Cruz. Este
ejercicio sigue la práctica constante de la Comisión V la Corte, que tiena fundamento en el
artículo 29.d) de 111 Convención Americana V en el hecho de que el concepto de
desaparición forzada hace referencia a principios vitales del derecho internacional de los
derechos humanos2?

•

21 1~ler,.,ation.1 Court 01 JUIÓca. Rillh\ 01 PassagB ov.r India" Terrttory. PrlliJninlary Objeetio,.,. Judgmllllt
26 Novemb.r 1957 (R.ports , 957. p. '251 _

TI Co". IDI-l, Caso BI.k., S.nt.n~iad. :Z4 d••,.,.ro de 1998. Se,i. C No. 36. p""..fo 38

r ", '
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14. El fenómeno de la desaparición forzada no fue creado por la Convención
sobre tal materia. sino que se trata de un conjunto de violaciones graves de derechos
humanos protegidos por la Convención Americana. Cuando le Corte ha conocido y
conceptuado la desaparición forzada, B través de Su jurisprudencia. no Jo ha hecho en
aplicación de una figura típica obligatoria, como erróneamente lo argumenta el Estado. Por
el contrario, la Corte reconoce en el fenómeno de la desaparición forzada "una forma
compleja de violación de 105 derechos humanos [consagrados en la Convención
Americanal2s u .

15. En estos términos. el argumento del Estado de El Salvador no se compadece
con la realidad de que, con mucha anterioridad a su tipificación. el fenómeno de la
desaparición forzada exlstla como un patrón de conducta violatoria de una multiplicidad de
derechos reconocidos en la Convención Amerlcena. La Comisión consideraría irrazonable,
e impracticable, que a la Corte o a la Comisión les estuviese vedado utilizar este concepto
para calificar los hechos de un caso.

16. Con base en estas razones. la Comisión es de opinión que la pretensión del
Estado salvadoreño es nctortamente improcedente, y solicita a la Corte que la rechace.

17. En segunda instancia. y siempre respecto de su excepción retione temporis•
el Estado salvadoreño argumenta Que la constitución de la competencia de la Corte está
impedida por la limitación de su declaración de sometimiento a la competencia contenciosa
de éste. En lo conducente, dicha limitación expresa Que la aceptación

se hace por pl;JZO indefinido. bajo condioión de reciprocidad y con la reserva de que los casos
." q.... 5e reconoce la competencia, com".end. sola y exclusivemente hechos o acto.
jurrdicoS posteriores o hachos O actos ¡ur(dlcos cuyo prlnCipio de ejecuciOn sea" posteriores a
la fecha del depósito de esta Deelaración de Aceptación. reservlÍndoBII 11' derecho de hacer
cesar la competencia en e' momento qUE lo considere opollun028

•

18. La fecha del depósito de esta declaración por parte del Estado salvadoreño
fue el 6 de junlo de 199530

, El Estado salvadoreño contiende que esta formulación le
resguarda de demandas que versen sobre violaciones anteriores a esta fecha, aún cuando
éstas hayan ocurrido 1lI partir del 23 de junio de 1978, es decir, durante la vigencia plena
de Su compromiso, establecido unilateralmente, de proteger y promover los derechos
convencionales de los individuos bajo su jurisdiccl órr".

19. Dependiendo del momento en que un hecho violatorio de la Convención
vigente para El Salvador desde 1978 haya tenido lugar, o lo haya tenido su "principio de
ejecución". la Comisión aprecia que la limitación formulada por el Estado tendría el efecto
de crear tres situaciones diversas respecto de la protección de derechos humanos en 81

••

•• Corte I.O.H., ceso Vel6squez Rodríguez. Semencia de 29 de julio de 1988. Serie e No. 4; perro 150.

,. OEA; Oocumentos b6slcos en meterie de derechos humanos en el sistema Interamaricano (ectuslizado • enero de
2003); Wnhington o.e.; 2003. OASfSer.LNII.4. Rev.9; p . B6.

t9 OéA; Documentos b;leicos en materie de derechos humenos In el sistama inter"mericano (actualizedo a enero de
20031; Waohington O.C.; 2003. OAS/Ser.LNII.4. Aev.9; p. 51.

>1 Corte I.O.H .• El efacto de les reservas IObra le enuadl In vigencia de la Convención AmériCa". sobre Derechos
Humanos. Opini6n Conauhlve OC-2/B2 del 24 de ..pli..mbre de 1982. Seri. A No. 2; pélT. 33.

r ,CT 11 .;; ' ·;' ·· l· l ~ ",:. : • •~I:'¡~ • • _ _ ..... ~ ... -' _ ... .
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ámbito interamericano: una primera, en que se inscribirlan heehoe violatorios consumados
de 1978 a 199~, sobre cuya declaración --de acuerdo Con la contención del Estado- la
Corte no podría eenstituir competenoia obligatoria, aún cuando sus efectos continuaran en
el tiempo y traspasaran la fecha eritrea de 6 de junio de 1995. Se trataría en suma, en el
lenguaje de la Comisión de Derecho Internacional de las Nacione& Unidas, de "violaciones
de una obligación internacional que no tienen carácter continuo, pues ocurren en el
momento en que el acto es ejecutado, aún cuando sus efectos continúen,m.

20. Un segundo régimen existiría pare eventuales violaciones posteriores o con
"principio de ejecución posterior" a la fecha crítica, sujetas a la tutela plena de todos los
órganos de la maquinaria interemericane de protección de los derechos humanos.

21. Aparte de esta8 dos situaciones, claramente diferenciadas la una de la otra,
la lirnltaclén Inscrita por el Estado crea una tercera: aquélla en que se encuentran hachos
continuos o constantes, cuya ejecuci6n existe antes y después del límite temporal
impuesto y cuya apreciación y calificación solamente es significativa si se considera y da
tratamiento al hecho de forma integral. De nuevo, en el lenguaje de la Comisión de
Derecho Internacional, ula violación de una obligación internacional que tiene carácter
continuado se extiende a lo largo del período completo a través del cual el acto continúa y
permanece en disconformidad con la obligación internacionalH33

•

22. La Comisión considera Que los hechos que se perpetran continuamente
contra las víctimas, que se renuevan continuamente a través de la acción e inacción del
Estado para desaparecer su existencia o dar con su paradero, se ubican en esta categoría,
En el entendimiento de la ComIsión, los hechos de este caso exigen el examen de la teoría
jurrdica de los actos ¡Ucitos continuados, consagrada por la Corte a partir del caso Blake, y
sus implicaciones en la limitación introducida por el Estado en su aceptación.

23. Como lo ha establecido la Corte, el ÜnlCO tratamiento efectivo que puede
darse a la desaparición forzada implica analizar los hechos desde la perspectiva de todos
108 hechos que la inician, configuran y completan constantemente.

24. Por lo tanto, en raz6n de la limitación impuesta por el Estado, aquéllos
hechos o actos ejecutados continuamente antes y después de ID fecha crítica son una
integralidad que no puede ser dividida por ese límite temporal. Para concretar esta
abstracción, bastará confirmar que del 2 de junio de 1982 al día de hoy, Erlinda y
Ernestina Serrano Cruz han estado deseparecidas. habiendo sido tomadas en custodia por
agentes estatales. Escindir su existencia en razón del límite establecido en la fecha crítica
tendría como efecto completar su desaparición, pues precisamente en razón de actos
imputables al Estado, después de su toma en custodia, y ciertamente después de la fecha
crltlea, no existe evidenCia alguna de su ser. Este es el significativo alcance, en este caso,
del concepto jurídico formulado por la Corte en materia de desaparición forzada: para

•

n IntlllllrnatiQnal Law Commil..io.,; Artlel•• an Stete ~e.po".¡biJity; Published ln, Crawford, Jam.a': The Internltional
l"w Ce...",i••io n ·. Anicle. en S~~\e Re.llonl¡¡'i1iW: Cambridge Univ....itv p,.,... Camlnid9", Unll8d KlngclQlTl; 2002; In.
'4111 (lo traducción e. nue.t,a).

" In~e'".tion.1 Law CQmmission; Ameles 0'1 5t.t. R••ponsibility: PlIbli'hed in, Crewford. Jame., Tbe Intertlflio".1
l.w Commiasion's ArtiOl". 0'1 St.te Relponlibtlily: C....bridge Universltv Pra5ll; Cambridge, Unitlld Kingdo...¡ 2002; "".
14(21 U. trlclucción es nueatr.) .

#5 92 0-C14
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ejercer una tutela efectiva de los derechos, existe necesidsd inevitable de apreciarla en BU

integralidad.

25. La Comisión elltima que, a la luz de la limitación inscritlll por el Estado en su
aceptaelén, existen únicamente dos vías para el tratamiento de los hechos. Aquélla que
propone el Estado en su escrito de excepciones preliminares tendría el efecto de sustraer
a las vCctimas de 101 protección de la Corte aun cuando hechos de desaparición se renuevan
y perfeccionan constantemente. La Comisión considera que esta sustracclén tendría como
efecto completar lo que esta Corte ha descrito como un delito de lesa humanidad y la
Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos ha calificado como un
cruel e inhumano procedimiento con el propósito de evadir la ley, en detrimento de las
normas que garantizan la protección contra la detención arbitraria y el derecho a la
seguridad e integrIdad personal34 • Efectivamente, adoptar esta interpretación actuaria
contra nomine, contrariamente a lo que la Corte ha dispuesto en su jurisprudencia pacífica.

26. La Corte Interamericana ya ha manifestado que le compete dar a las
declaraciones de aceptación estatales "como un todo, una interpretación de acuerdo con
los cánones y la práctica del derecho Internacional en general, y del Derecho Internacional
de los Derechos Humanos en particular, y que proporcione el mayor grado de protección a
los seres humanos bajo su tutela"" y ha calificado esta prerrogativa como "inabdicable"JCI.

27. La elOH entiende que el alcance que la Corte debe otorgar a la declaración
de aceptación de la competencia debe ser aquélla que produzca su efecto útil ya que
"serra inadmisible subordinar [el mecanismo previsto en el articulo 62.1 de la Convención)
a restricciones que hagan inoperante el sistema tutelar de los derechos humanos, previsto
en la Convención V, por lo tanto, la función jurilldiccional de la Corte"37.

28. La decisión a través de la cual se cumplirá con este efecto útil ea aquélla
que integra a la competencia de la Corte la Integralidad de los hechos respecto de la toma
en custodia y situaci6n continua de desaparición forzada de Ernestina V Erlinda Serrano
Cruz. La jurisprudencia internaclcnal conducente apoya esta interpretación: entre ella, la
establecida por esta misma Corte a partir del caso BIske38 y su hom6nima europea, en el
caso Loizidou contra Turquía.

29. Con independencia de cualquier consideración en torno 8 la limitación
establecida por el Estado, las autoridades Judiciales salvadoreñas siempre han tenido la
obligación convencional de hacer justicia mediante la realización de todas las medidas de
investigación necesarias para determinar el paradero de las hermanas Serrano Cruz. la
identificación de los responsables de las violaciones cometidas en su perjuicio, y la

:H O'ganización d. 108 ~tldo. Americano.; Documento AGtRES. 74:l.

36 Corte I.D.H., C~'Jo Hila;"e. EXCIJpcione'J P'I1¡Jiminale'J. Sont.nci. de 1 de septiornbrv d. 2001. Sorl. C NQ. eo;
Il'rr. 79•

•• COrta I.O.H.• eno Hitalre. Cordtilnrine y Benjamín y orl06. Sentencia de 21 d. junio de 2002. S.ri. C No. 94:
p'rr. 80.

n CO". I.C.H., Cao Hilllirfl. ~XClIPCtonu PrellmIMf8S. sentencia de 1 da s.~ielT1bre de 2001. S.rie e No. 80;
parro 82.

20 C""I r.O.H.. eH" ~ke. EKaepcion.B PI'OGmin.res. Sentencia d. :l <1a jul;o de 1996. S.rl. e No. 'l7: parro 34.
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reperaelén 8 Sus femiliares. Adicionalmente, a partlr de Junio de 1995, la inacción de
estas autoridades violó constantemente una obligación que, para ellas, s610 tiene sentido
si es vIsta en su lntegralidad. Como s. ha establecido en el informe de la Comisión y se
demuestra en el análisis del fondo del presente caso, ha sucedido preoisamente lo
contrario: el Poder Judicial salvadoreño clausuró todas las posibilidades de la familia
Serrano Cruz de conocer su paradero.

30. Sin embargo, a más de 9 años de la aceptaCión de la competencia
contenciosa de la Corte, no existe evidencia de gesti6n elguna que tenga la vocación de
hacer cesar su sltuacl6n de desaparición forzada.

31. Esta situación continuada de violaciones de derechos humanos Incluye
hechos y efectos posteriores a la fecha de reconocimiento de la competencia de la Corte
por el Estado salvadoreño. Es inaceptable pretender que la declaración del Estado podría
sustraer del conocimiento de esta Corte hechos que han ocurrido y que continúan
ocurriendo con posterioridad a la fecha crftica de reconocimiento de la competencia de la
Corte. La condición de El Salvador 111 aceptar la competencia de la Corte no la afecta para
pronunciarse en este caso y al proceder a la reparación correspondiente hacer cesar tanto
la desaparici6n forzede aar como le denegación de justicia en perjuicio de las hermanas
Serrano Cruz y su familia. Como dijo la Corte al referirse al efecto de las reservas a la
Convenci6n Americana:

considerando q.... fue diseñada para proteger los derechos fundam.ntal.s del hombre
independientemente de su mlcionalidad, frente a su propio Estado o a cualquier otro. la
Convención no puede ser vista sino como lo que ella es en realidad: un instrum8tlto O marco
jurldico muIti/ateral que capacita 11 los Estados para comprometerse, unilateralmente. a no
violar los derechos humanos de 108 individUal! bajo Su jurisdicción~v.

32. Este análisis ha sido realizado por la Comisión con base en el objeto V fin de
la Convención Americana, la lógica misma del sistema de protección y, en forma
sustancial, con base en los hechos del caso. Lo anterior, pues con independencia de lo
argumentado por el Estado, la Comisión reconoce que, desde varias perspectivas, este
caso presenta a la Corte un asunto de primera impresión, no solamente respecto del
estudio de una fórmula de exclusión doble, sino también en las ceracterístices especiales
en la manera en que se manifiesta el fenómeno de la desaparición forzada en este caso.
La Comisión considera importante registrar su opini6n que, respecto de la fórmula de
exclusión doble. el caso se distingue del caso Cantos: aquél involucraba simultaneidad en
la ratificación de la Convención y la aceptación de la competencia de la Corte. En el
presente caso, el reconocimiento de los derechos y deberes consagrados en la
Convención, y la obligación recíproca de respeto V garantia por parte de los Estados, se
perfeccionó el 23 de junio de 1978. Desde esta fecha, Ernestin& Serrano encontró sus
derechos reconocidos, asl como su hermana Erlinda. quien nacería con posterioridad.

33. Por lo tanto, la Comisi6n es de opinión que la excepción del Estado carece de
fundamento. y solicita a la Corte que esí lo declare.

3t COl'!a I.C.H., El efecto da l•• reserva••obre 'a entrade en vigancia de l. COnvención Amarl"",na sobre DereChos
Humanos. Opiní6n Consultiva 00.2/82 del 24 de septiemb'e de 1962. Seria A NO. 2; parro 33.

c #:'92J-016
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34. La segunda excepción preliminar interpuesta por 81 Estado refiere a que los
hechos objeto de la demanda acontecieron durante el conflicto armado interno, por lo cual
serfa 8 ellos aplicable el derecho internacional humanitario, materia sobre la cual la Corte no
puede constítuu competencia.

35. El Estado argumenta Que "el régimen de aplicación principal en la situación
de El Salvador (de 1979 a 1992) fueron las normas de Derecho Internacional
Humanitario·40 • En su escrito de contestación a la demanda, manifiesta: "los Derechos
Hurnanoe ae aplican en tiempo de paz"41, "en cuanto a Jos niños abandonados o huérfanos
especificamente a mediados de 1982. respondió a lo procedente y establecido en la lex
specialis aplicable"42 y "todos los hechos deben verse a la luz del derecho humanitario"43.
A través de este desarrollo, la conclusión que la Comisión extrae es que el Estado 8ugiere
que, durante este lapso, la Convención Americana sobre Derechos Humanos no tenía
aplicación en El Salvador, o al menos en ciertas de sus regiones .

36. En la audiencia pública celebrada por la Corte en este caso, el Estado
salvadoreño manifestó que

el Salvador en ningún momento ha menospreciado la vigencia de los derechos
humanos en situaciones grllves de conflicto [... ] ha expresado que el derecho
internecional de 10$ derechos humanos se aplica sobre todo en tiempo de paz. Esto
ha sido tomado del [Comit!! Intemaclonal de le Cruz Rojal ...44,

37. La Comisión rechaza el alcance Que el Estado pretende dar a la manifestación
que se ha citado: que el derecho internacional de los derechos humanos se aplique sobre
todo en tiempos de paz, no significa que no sea aplicable en tiempos de conflicto. El
Estado de El Salvóldor ratificó la Convención Americana el 23 de junio de 1978 y, a partir
de ese momento. el reconocimiento de sus deberes hacia las personas bajo su jurisdicciÓn
(en el caso de especie, Erlinda y Ernestina Serrano Cruz) le es vinculante y de plena
aplicación. El sistema de protección Ofrecido por la Convención es de tal naturaleza, que
aún en las calificadas circunstancias señaladas por el artículo 27 de la Convención, se
establece un núcleo pétreo de derechos inderogables, que coexisten en situaciones de
guerra, peligro público O cuatquier situación de emergencie.

38. Por otra parte, la Comisión considere gravosa la citación hecha en su escrito,
en el sentido de que "la distinción entre un no combatiente y un guerrillero puede resultar
m's problemática sobre todo si el no combatiente pertenece a las llamadas masas?". A la
Comisión no le resulta del todo claro si el Estado argumenta que Ernestinól Serrano, de 7

•• Eo.c;lito del EStado "lv.doretlo di 31 de octubre de 200g, pág. 29.

., E.crito del E.tado ulvadoretlo de 31 dio octubre de 2003, pago~1 .

.. E.crito del &udo ".lvadorello eH 31 de octubre da 200~. 116g. JG•

•, E.crito elel &tildo slIlvedorello d. 3' ele octubr. d. 2003. p'g. 37•

•• Gr.boci6n de le ALldienc;i. Pllblicll•

•• E"crito d.' E.tildo salvedoretlo de 31 de oetubr. d. 2003, lI'g. 34.

rl r-¡· 'P '~I'~ ~ ~ 11 . ~~_.. . \,.. . _ . ~, .._ . ... . # - c " .....' ~ "-, ~ . ,, - , I i,-_ ... - ~ .
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años, V su hermana Erlinda, de 3, podrfan haber sido confundidas por combatientes. La
Comisión no considera éste como un punto relevante en el presente litigio.

39. La Corte ha analizado casos anteriores de desaparición forzada de personas
en el marco de un conflicto armado interno, y ha definido el alcance de la obligación del
Estado de acuerdo a la Convención Americana:

Como Y" .e h, "firmado, 1el conflicto ".mallo internol, en vez de exonerar al eStado de SU5
obligllcionn de respetar y garantiz,r los derechos de las p"rson,s, lo obligaban 11 actuar en
rnenera concordante con dichlls obliglciones. Asf, y según lo ..tableee el articulo 3 ooml,)n
de los Convenioa de Ginebre de 12 de "g05to de 1949, el E"tlldo enfrentado a un conflicto
armado de car~cter no internacional dabe brindar a IlIs personas que no participen
directamente en las hostilidades o Que haY;1n quedado fuera de combate por cualquier razón,

. un trato humano y sin distinción alguna de IndoJe desfavorable. En particular, el Derecho
Internacional Humanitario prohibe en cualQuier tlernpe y lugar los atentados al la vida y 11 la
integridald personal de In personlls nombradas anteriOrmente.

Si bien la Corte carece de competencia par. declarar que un Estado es iflternacionalmenta
responsable por la violación de trll111d08 internacionales que no le atribuyen dicha
ccrnpetencla, se puede observar que ciertos aotos u omisiones que violan los derechos
humanos de acuerdo con los tratados que le compete aplicar infringan tambil!n otros
instrumentos internacionales de protacción de la pelsona humana, como los Convenioa de
Ginebra da 1949 y, en particulllr, el artIculo :3 común.

H,y efectivamente equivalencia entre el contenido del artfculo 3 coml,)n de los Convenios de
Ginebra de 1949 y al da las disposiciones de la Convención Americana y de otros
instrumentos internacioneles acerca de los derechos humanos inderogables (tales como el
derecho 11 la vid, y el derecho a no sar sometido a torturas ni 11 tratos crueles, inhumanos o
degradantes}. Esta Corte ya ha señalado, en el Ca,o Les Pe/meres (20001, que las
disposiciones relevantes de los Convenios de Ginebra pueden ser tomados en cuanta como
elementos de interpretación de \a propia Convención AmeriCilnil \CilGO Bamaca, p(m, 210).

40. En el caso arriba citado, II! Corte determinó que el Estado en cuestión estaba
obligado por el artículo 1/1) de la Convención Americana a "respetar 10$ derechos y
libertades reconocidos en ella V a organizar el poder público para garantizar a las personas
bajo su jurisdicción el libre V pleno ejercicio de los derechos humanos"; y que ·segÚn las
reglas del Derecho InternacIonal de los Derechos Humanos, la acción u omisión de
cualquier autoridad pública constituye un hecho imputable al Estado Que compromete su
responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención".

41. En sfntesls: la Comisión considera que, sin desvirtuar el carácter de lex
speciiiilis del derecho internacional humanitario y las importantes protecciones que ofrece
en tiempo de conflicto. la vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
en El Salvador durante el conflicto interno no esté en causa. Los hechos ante la Corte se
refieren a violaciones de este instrumento. la competencia en razón de la materia esté,
por tanto. constituida.

c. Respecto de la supuesta oscuñdad e incongruencia

42. Durante la audiencia pública celebrada en la sede de la Corte el 7 de
septiembre de 2004, el Estado manifestó con respecto a su tercera excepción:

~5920-01a
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el Estltdo S¡llvldoreño retir.. dioha excepoión 1...J por oonsiderar que la Corte Interamericana
ast~ facultada para conocer lobr. las pretensiones de la Comisión y 101: repreUtltante. de las
vlctim.,46.

43. En consecuencia, la Comh;ión solicite a le Corte que la tenga por retirada y
así lo declare en sentencia.

D. Respecto de la falta de agotamiento de 105 reo~r'$O$ intemos
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44. La excepción de falta de agotamiento de los recursos internos por parte del
Estado salvadoreño comprende argumentos sobre el "retardo justificado en la decisión
correspondiente" y la "falta de idoneidad del recurso de hébeas corpus".

45. La Comisión adoptó una decisión expresa sobre admisibilidad en su informe
número 31101 de 23 de febrero de 2001. El Estado pretende que la Corte revise la
decisión adoptada por la Comisión Interamericana en uso de las atribuciones que le otorg8
la Convención Americana en sus artrculos 46 y 47. A este respecto, la Corte ha ya
establecido que, cuando no existe motivo para reexaminar los razonamientos de la
Comhllón con respecto 8 admisibilidad, y éstos son compatibles con las disposiciones
relevantes de la Convención. las excepciones preliminares respectivas deben ser
desechedas'". Los argumentos presentados por el Estado salvadoreño respecto de la falta
de agotamiento de recursos internos son infundados.

46. En el presente caso la Comisión ha estudiado cuidadosa y detenidamente los
hechos para decidir la admisibilidad en ostricto apego al principio del contradictorio.

47. El recurso de hábeas corpus, .eñalado por la jurisprudencia pacífica y
constante de esta Corte como recurso idóneo en casos de desapariciones forzadas, h8 sido
totalmente ineficaz: en el momento de producirse la toma en custodia por parte de lo.
miembros del Ejl!rclto de El Salvador era ineficaz generalmente. hecho subrayado por el
peritaje de David Morales y la prueba documental aportada por la Comisión. Máli
recientemente, dicho recurso se revel6 ineficaz cuando el más alto tribunal salvadoreño lo
rechazó por cuestiones formalistas. como por ejemplo que el Batallón Atlacatl no existirra
en la actualidad.

48. Por su parte, la investigación judicial por la desaparición de la8 hermanas
Serrano Cruz ha sido Ineficaz también. Como se demuestra en el análisis de la violación de
los artrculos 8 y 25 de la Convención a lo largo del presente caso, la escasa o nula
actividad investigetiva ha sido por lo general una mera formalidad a destinada a cuestIonar
la identidad de las presuntas vrctimas antes que a esclarecer lo hechos y determinar su
suerte y paradero. También ha habido un retardo completamente injustificado: a 22 alias
del secuestro y " de haberse presentado la denuncia penal no hay una sola persona
investigada. mucho menos juzgada o sancionada.

•• Grabación de la Audiencia Pública.

" Cone 1.0.,.. .• Caso H.fTtIn UlI~. Santanci. da 2 d. julio de lOO4. Serie e No. 107; p6rr. 87.
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49. En vista de las consideraciones expuestas y dado que el Estado no ha
aportado nuevos elementos que justifiquen una nueva decisión de la Corte, la CIDH solicita
que la Corte rechace la excepción preliminar relativa a la falta de agotamiento de los
recursos internos, presentada por el Estado. en tanto y en cuanto con ella se prétende que
la Corte vuelva a revisar una cuestión ya resuelta por la CIDH en su Informa N° 31/01 de
23 de febrero de 2001 .

50. En consideración de los argumentos presentados en la demanda, en el escrito
de observaciones a las excepciones, durante la audiencia pública celebrada ante la Corte y
en el presente alegato. la Comisión Interamericana solicita a la Corte que desestime la
primera. segunda y cuarta excepciones preliminares planteadas por el Estado salvadoreño,
y tenga por retirada la tercera.
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51 . La Comisión Interamericana ha planteado los alegatos y argumentos con base
en los cuales solicita el rechazc de las cuatro excepciones preliminares deducidas por el
Estado salvadoreño. Asimismo, ha planteado les pruebas que sustentan los hechos del Caso
12. , 32. con base en las cuales la Corte podrá establecer las Violaciones de derechos
humanos sufridas por las hermanas Serrano Cruz.

A. La desapañción forzada

52. La prueba aportada en el presente caso permitirá a la Corte determinar que
desde el 2 de junio de 1982, cuando las tomaron en custodia miembros del B8tallón AtlBC8tl
Ernestlna y Erlinda Serrano Cruz son vlctlmas de desaparición forzada. A partir de este
momento se desconoce su paradero, a pesar del conjunto de obligaciones que tenIa dicho
Estado a partir del momento en Que las dos nlnas fueron tomadas en custodia.

53. La desaparición forzada consiste en Mla privación de la libertad a una o más
personas. cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o
grupos de pereones que actúen con la autorización, el epovc o la aquleacencla del Estado,
seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o
de informar sobre el paradero de le persone. con lo cual lIe impide el ejercicio de los
recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. "48 Por su parte, la Corte
Interarnericana ha determinado:

La desaparición forzada o involuntaria constituye una de las más graves V crueles violaciones
de los derechos humanos. puea no s610 produc:e una privac:i6n arbitreria de la libertad sino que
pone en peligro le integridad personal, l. seguridad y la propia vidll del detenido. Ademés. le
coloca en un estado de eernpleta Indefenslon, acarreando otros delitos conexos. De ahí la
importancia de que el Estado tome todas IlIs medidas necesarias para evitar dichos hechos,
los investigue y sancione a los respensebles V ademAs informe a los familiares el paradero del
desaparecido y 108 indemnice en su caso. 48

La desaparici6n forzada de seres humanos constituye una violación múltiple V continuad. de
numerosos derechos reooflooidos en la Convención y Que los Estados Partes est6n obligados a
reSpet8r y garantizar. El secuestro ele la persona es un caso de privac:i6n arbitrarla de libertad
que conculca, ademes. el derecho del detenido a ser llevado sin demora ante un juez V a
interponer los recursos adecuadOS para controlar la legalidad de su arresto. Que infringe el

artfculo , de la Conv.fl~i6n que reconoce el derecho a la libertad personal ••• SO

54. El fenómeno de la desaparición forzada supone, además, "'el
desconocimiento del deber de organizar el aparato del Estado para garantizar los derechos
reconocidos en la Convenelén". 51 La jurisprudencia de la Corte ha determinado que, al

en

., Convenoión Interamatieana eOb... Oeseparición Forzsdo da Pa,"on..., adOPlada el 11 de junio da 1994, ..rtrculo 11.
Aunque El Salvador "O ha redlie_do dicho i"st'Umento intarnacional, l. definición del concepto as planamame aplicable o los
hO<ihos da: astEr caso.

•• Corra IOH, Caoo BI.ke. Sentencio da 24 d. enero de 1998, S.rla e No. 36, pi...afo 6e.

ec Corte IDH, Ceso Velllsquaz Aodriguez. Sentencia de 29 da julio da 1988. 1l11.... T55.

61 C.so aleke, sUPnJ. pirr. 65: eno VelllsqulZ Rod'iguaz. SUPnJ. pirrs. 155 y 158.

# ~ '''' '''' ll _ 'j ':") 1.:..J:;1 ... ~ ....... ~
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efectuar directamente o tolerar acciones dirigidas a realizar deseperíciones forzadas o
invotuntarlas, al no investigarlas de manera adecuada V al no sancionar, en su caso. a los
responsables, el Estado viola el deber de respetar los derechos reconocidos por la
Convención Americana y de garantizar su libre V pleno ejercicio.o~ Ello resulta aplicable
tanto respecto de la víctima como de sus familiares. en la medida en que se 185 impide
conocer el paradero de aquélla,53

55. En el contexto de El Salvador, la Comisión de la Verdad de las Naciones
Unidas menciona en su informe que más del 25 % de las 22,000 denuncias de graves
hechos de violencia durante el conflicto armado corresponden a desapariciones forzadas.54

Por su parte. el Grupo de Trabajo de Naciones Unid liS sobre Desapariciones Forzadas
manifiesta;

~" rT'ayorll d. lo, 2.GGl [ca.ool danuncladol oc;...rrieron entr. HHIIJ y 1983. an el marco dal conflicto
armado Ifrtra al (JobllmQ de 101 Salvador V 01 Frente Far¡Jbundo Martl p.r. la Liberación N~iQnal IFMLNI.
Mucha. vfctlmal deaaparecieron de,pu.~ do ler datenida~ por loldldos o policial uniformadoa o
lecue,trada. en operaciones del e.tilo de 10$ escuadrollel de 1I mU8rte, realizada. por hombra. atmldo~
vestidos de civil, presuntamente vinculados .1 ejército O a las fuarze~ de seguridad, En algunol elaoo, a'
eeeueetrc por hombrelJ Irmapos vestidos da Civil fue r.eonocido posteriorme"t. como doto"oi6n, lo qUI
suscité alegaciQlles de vlnculaci6n con la. fUBrns de s.guridld,"

56. El Dr. David Emesto Morales Cruz:, ectual Procurador Adjunto de la
Procuradurfa de los Derechos Humanos de El Salvador. realizó tareas de investigaci6n en la
Oficina de Tutela Legal del Arzobispado de San Salvador acerca de la situación los
"operatlvos de tierra arrasada H realizados por la Fuerza Armada de dicho país durante los
primeros años del conflicto armado. En su dictamen pericial presentado a la Corte en este
caso. el Dr. Morales Cruz declara:

La desaparición forzada de pereonas fue una práctica sistemática de violación a los derechos
humanos en El Salvador, ejereidl y tolerada por el Estado con 'ntelaci6n y durante el conflie:to
armado. Esta pr6eticIl eberrel"tC> se aplicó iI miles de vlcdmlls que fueron asociadas a grupos
cpositeree al Gobierno o con el fin mismo de ejercer terror en la poblaci6n.

Junto a la practica de II desaparición forzada d. personas, el Estado salvador.l\o ejecut6,
también. durante la época. sistemético. actOI de represIón que consiallan lM1 la perpetración
d. c"meneS d. Inll humanidild tales coma C1etencionee lIegales. tanuras, ejecuciones
arbitrarias. sumarias o extrajudiciales de personas e. incluso. ejecuciones masivn de eiviles
que no participaban de las hostilidades.

Esta ·poUtica de terror" fue ejercida directamente por miembros de las Fuerza Armada de El
Salvador IFAE51 a trllVts de Jos CU8rpoS de Seguridad (PolicIa Nlcional. Guardia Nacional y
policr. de Hae~nda dependientes de la FAI;SJ, de unidlda6 regulares del ejército, de unidades

6t Caao Pa"iagu~ Morales y otros, supra, p''' . llO; Coso Falr.n Gorbl y salís Co".I"., Sente"cia de 15 d. marzo de
1989. Serie C No. 6, pllrr. 152; Ca.o Cod'lnez Crut, Sentencia ele 20 l1e enero de 1989, Serie e No. 5, parra. 18S-191; V
Caso V.I'.quez Rodrígue. , supra, p6r" . 1~9·181.

51 Caso Blak., $UP'I!l. p'rr. ee; Caso Vel'.q"•• 1l0drrguI', $UI1,., parto 1!l8.

.. Nacion.. Unides. Informe de la Comisión di la Vlrtlad pira ~I Solvlaor. $upr., oupra, p'g. 41 .

.. Nleiones Unidas, Con..jo Económico V Social. E/eN.411998/4:!. ·C.....sti6n d. lo. d....cho. humo"". d. todlo
111 personas sometiaas a cualquier forma d. dcItenclón o prioión. Cuestión de 1111 el.saparicione. forZld.o o invol,,"\~riu·.

Informe dll Grupo de Trabajo sob... O"oIPlriclon.. Forzadas o Involuntarl18, 12 de enero da 1998, pirr. 1158.
!lnJl;LIr-:ww .un"e" r.c"lHuridocdsiHuridoc• .n.I/.o • • _
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El cllracter masivo y sl~.rnitlco de les desaparicionas forudlS de persones fue ampliamente
documentado por organismos de derechos Ilumanos no gubernamenteles. ssr como por la
Iglesia Clltólica; Asts óltima a trav" de la Oficina del Socorro Jurldioo Cristiano desde los
allos previos al oonflicto heMe 1982 y, poSteriormente, a través de la Oficina de Tutela Laga'
del Arzobispado d. ~n Salvador desda meya de 1962. También diversas instanciN
internacionales constataron la dimansiOn reiterada v masiva de la práctica de 11lS

desapericiones forzad es.

l ...)

Un estimado no oficial de los organismos civiles de derechos humano. de El Salndor,
considera que la cifra de personas desaparecides durante el oonflicto .,medo salvadorello
[periodo '980-19911 podría ascender hNta un nümero de siete mil v(ctimas.

La Oficina de Tutela Legal del Arzobispado. Que funciona desde mayo da 1982. refleja e., la
estadlstica de su liño fu.,dacional, 363 denuncias relativas a desep8riciOn forzada de
persona8. 58

57. Varios organismos nacionales e internacionales que observaron la situación de
los derechos humanos en El Salvador han documentado igualmente varias ejeC\Jciones
extrajudiciales de niños durante el conflicto armado interno. Por ejemplo, en la masacre de
El Mozote los expertos investigadores determinaron Que el 85 % de las 117 vrctimas de
dicha masacre .ran menores de 12 años. y que el promedio de edad era de 6 años. 57

58 . La Comi5í6n Interamericana he analizado anteriormente la situa"i6n de los hijos
de vrctlmas de desaparición forzada en otros parses a través de su sistema de casos
individuales, y ha elaborado un estudio especial sobre el tema en 1988. Al exponer los
antecedentes de dicho estudio especial, la Comisión Interamericana manifestó:

La ComisiOn en diferentes informes, tanto especiales como anuales, se ha r.ferido si grave
problema de la desaparición forzada de parsonas adultas. Uno de los resultados de tal
prActica --en l. etapa del Sltcuestro que antecede a la desaparición propialliellle dich"'-- ha sido
111 sgre.iO" de las familii15 de les vrcnrnas, al obligarlas al silencio o • la delaclOn e intimidarle.
para que presionen a ra vlctima principal a Que se ButoincrirninB o brinde informaciOn sobre
etros. De ese modo. en la maverra de los casos de desapariciones forzadas ha habido niños
que se convierte" en vletlrnas indirectas de esta Ilr4etiea.

El tema de aste informe, por tanto. e. una situaciOn circunscrita en la que los niilos
con8tituyen vrctimas directas y ·bllll'\cos· especlficos de' acto r1.presivo, aún cuando su
..ecuestro y sustrección tenga por fin cenlgar a sus padres O a sus ebuelos. Se trate del CólIO

en que menores y niños son secuestrados con sus padr••, o nacen durante el cautiverio de
sus medres. Por cruel V despiadado que parezca el fenómeno. la Comisión sa siant" obligada
a poner de mllnifiesto que los oasos que han llegado 11 su conocimiento se cuentan por
centenares."

--------_ ..-
.. O.claragj4n jur.da da David ~melto Morale. Cruz. pAg. 2; V p4gs. 1; y 6.

" NaciOnes Unioa•• I"forme de le Comisión de la V.roJa", .up's, "Case lIu.r<a1lvO: El Mozote".

51 CIDH. "Estudio .obre la situación de 101 hijos meno... da ,..l1Ionss desapareeid•• que fueron ,.p.'sdos de sus
pad..... v son reclamaClo. pO' mi.",brc. do IUI lagítim•• '.mili••", C.pítulo V, Informe Anual '987-1988, OEAf5er.LNnI.74
Ooe 10. rev . 116•••ptiomb'" 1988.

# t' ........ "",., ~
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59. El estudio citado contiene un análisis de los casos y situaciones presentadas en
Argentina, Paraguay, Uruguay y Chile durante los años en que dichos países estaban bajo
gobiernos militares de tacto. La e/OH determinO que "la política de sustracci6n de niños
hijos de desaparecidos constituye una violación a normas fundamentales de derecho
internacional de los derechos humanos""~ que incluye diversas disposiciones de la
Convención Americana. la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, y
normas de derecho internacional humanitario. El estudio analiza las normas de derecho
Internacional humanitario que se refieren a la cuestión de la unidad familiar y al derecho de
los niños a no ser separados de sus familiares, incluso en los campos de internamiento, y
concluye:

Adem63 de 1.., vlolacionn al derecho intemactcnat, los hechos referidos constituyen delitos en
el derecho interno de todos los EsUdoe miembros de 111 Organización de 105 EstlCloe
Ameno.nos. Mediante la deupañci6n forz¡¡da de menores y. en su C<lSO, la entraga INegul;ll'
a otras familias, los hechores y cómplices incurren en delitos de privaoión illlgltirnll de
libertad, cllsi siempre en su figura clllifioada, por 81 car6cter de funcionario p(¡blíco del autor, y

en $upresión o suposición de Istado civil.o.

60. En el presente caso, la cadena de hechos vrotatorlos imputados al Estado se
Inició cuando las niñas Emestina y Erlinda Serrano Cruz fueron tomadas en custodia por
militares 8n junio de '982 durente un amplio operativo militar en la zona que habitaban con
sus padres. En la época de los hechos el Estlldo salvadoreño habra suspendido las
garantías constitucionales con lo cual se restringió, entre otros, la vigencia del derecho de
libre circulación. s.

61. La Convención Americana regula en su artfculo 27 la suspensión de garandas
"sn caso de guerra. de peligro públlco o de otra emergencia que amenace la independencia

.. Id..... Capitulo 111. "Violación a norma. fundarn"n,"les del derecho iflternacl<>n;al de los derechol humaMe" ­

Illld,,", •

.. La Constitución PQlltica da 1962, vigentl an junio de 19S2 an El sallflldor asteblece en lo partinente:

ArtIculo 175
'"

En <:asos da ouarra. ¡nvI.i6n del terrítorle, ~beIi6n. sad1ci(ln, <:1It6.trofe, epidemia u otra calamlded
Q8"8ral. O de graves perturbeciona. dal arda., p~bllao, podr'n aUlpendarn las gara~f.. 8slablecld"s en
los artlculos 154, 158 inciso prirnaro, 169 y ,.,0 de esta Co.,atitución, ."cept" cuando .. trate da
reuniones o uocilcionas con fines cu.lturale. o industria'••.

Anfculo 158

Toda persona tiane libertad da antrar. permanecer en Illarritorio de la Rapúbli<:a V salir de éste. salva In
lUnita<:iones que la ley astablnca.

Nadie puade ser obligado .. cambiar "e domfc:illo o re.idencia . Sin" por mandato da "utoridad judicial, In
108 casas espe<:iala. y msdianta lo. requisitoS que le ley sel\ale.

En Vlños dI: SUIO informes oo"..spondientec a la época del conflicto armado lntemc en EJ S,'vador, •• Comisión
I"ter~mericana se pronunció "'.p""'a a le auap""olón de garant'" conslilu<:lo".,laa. En tal .antielo, la CIDH eludió
al Decreto 507 de 3 "a dic:iembm de 1980. q... fue prorrogldo en varias oportunidades:

En El S.lvador. se he manlenido an rorma Ininterrumpida el ..t~o de 81110. Con facha 8 d• ..,ptiernbra d.
1991. la Junta de GobIerno ternbi4n prorrogó la vigancia do la ley marel.I, l. Que raalringe
ostenslblema"tl lee garanlr.a canstitucionala. ...

C10H, Informe AnuII 1981-1982. CIllltlllo V, !sUcios de emergam:ie. OEA/Sar.LNII1.54 doc.9 rev.l. Uloctubre
1981. Varo Igualmente. elDH, Informa &Obre 14 situaci6n de los d.r"chos humane. a., El Salvador. Capitulo 1: "El sialame
"ormltivo re'a",onldo COn las dere<:hos humlnos·. OEA/5er.LNIII.46, Ooc. 23 rev. i. 17 noviembre 1978. P'". 15.

#S9 2 1) - 02~
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o seguridad del Estado parte". t.as medidas tomadas en virtud de tal suspensión no
pueden ser incompatibles con las demás obligl;lcionu8 que les impone el derecho
internacional, ni deben entrañar Ndiscriminación algunl;l fundada en motivos de rala, color,
,.xo, Idioma, religión u origen social". L.a disposición mencionada no permite la
suspensión de los derechos de especial relevancia para el presente caso, que son el
derecho a la integridad personal. a le protección de la familia. al nombre, y los derechos del
niño.

62. El Estado salvadoreño sostiene que en la época de los hechos de este caso
"se daba un claro enfrentamiento entre les fuerzas de oposición y las fuerzas
gubernamentales" y que el CICR reconoci6 "como aplicable y vigente el derecho
internacional humanitario, por haberse jurldicamente ampliado los requisitos para tal
calificación, independientemente de cómo se haya denominado el conflicto". En
consecuencia. el Estado afirma que las normas aplicables a los hechos del caso son los
cuatro Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales de 1 977. 02

63. El Protocolo Adicional 11 El los Convenios de Ginebra de 1949. que se hallaba
plenamente vigente en El Salvador en la fecha de los hechos, consagra en su artículo 4 0 las
garantías fundamentales para las personas que no participan directamente en las
hostilidades. En particular. establece que "se proporcionarán a los niños los cuidados y la
ayuda que necesitenN; que "se tomarén las medidas oportunas para facilitar la reunión de
las familias temporalmente separadas; y Que "se tomarán medidas. si procede. y siempre
que sea posible con el consentimiento de los padres o de las personas que. en virtud de la
ley o la costumbre. tengan en primer lugar la guarda de ellos, para trasladar temporalmente
a los niños de la zona en que tengan lugar las hostilidades a una zona del país más segura
y para Que vayan acompañados de personas Que velen por su seguridad y bienestar".e3

64. El artículo 4(311b) citado supra establece para las partes en conflicto el deber
no s610 de permitir la búsqueda por parte de los familiares, sino incluso de facilitarla. LlI
interpretación correcta de las "medidas oportunas" incluye la identificación de los niños en
un registro lo más detallado posible.u En cuanto al párrafo (3)(e), el traslado temporal o
evacuación de los niños debe entenderse en todos los casos como una medida excepcional
y de carácter transitorio.85

65. El Estado salvadoreño opuso la segunda de las excepciones preliminares
respecto a la supuesta incompetencia en razón de la materia, cuyo rechazo fue solicitado y
fundamentado por la CIDH. Cabe reiterar aquí que la Comisión Interamericana no presentó

er Escrito del Estado salvadoreño de 31 de octubre de 2003. pág. 28.

DO Protocolo .dieionel e los Convenios de Ginebra del '2 d. agosto de 1949 reletivo e la proteooi6., ~ les vletlmas
da 101 conflielos armados sin car6ctar Intemacional (Protocolo 111. ratificado por '" Salvador al 23 de n"viertlbre de 1978. El
...tudio d.. la CIDH elude Igualr..ent•• 1". artIculo. 74 y 85 dal Protocolo adicIonal a loa Convenioa de Ginebra del 12 de
agosto de 1949 relativo a la pro'ecclOn de ,.. vrctimes de 10& ecnflic.". ormad". intem.oioneles (Protocolo 11. ul COmo. loa
.rtlcUIO& 26 y 82 der Cuarto C"nveni" de Ginebra del 12 de "oOetO d. , e4e relativo e la prcteccién dabid•• l•• "",sonas
oiviles en tiempo de gUlrra .

.. Al respecto. el proyecto de protoeolo prep.rodo por el CICR determina qua loe niño. deberla" ser Identlfieedo. en
la 20nJl de eonfHcto cuando fuera pO:!lllble y necesario, y qUI a. d.ben~..n ••t:abloeor oficinas de infol'macif)n. CICA,
Commentery on tñe Addl~ion.1 I'rorocCJÚ o, 8 June 1977 to rIN GenflvI ConvenriQ(l$ of 12 Augusr 194$1. Mortlnv. NljhoTl
Publl.hers. Geneva 1987. pArr _4:>:>:3 . I"g . 1:379.

"'dom. pAN. 4560. 1"9' 1381 .
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la desaparición forzada de las niñas Serrano Cruz como un hecho -al margen del conflicto
armado Interne" como afirrnlll el Estado, sino lo contrario: en la demanda se desarrolla el
contexto en que ocurrieron 105 hachos, es decir un conflicto armado interno caracterizado
por violaciones masivas de derechos humanos.es

66. Al contestar la demanda, el Estado salvadoreño omite toda referencia a teles
violaciones genere1i¡¡:adas, a pesar de que se hallan ampliamente documentadas por
organismos internacionales como le propia CIDH, la OEA y la ONU. Los ataques
indiscriminados contra la poblacién civil que fueron constatados por dIchas orqanlzaclones
se confirman incluso con los testimonios que presenta el Estado en este caso, que
coinciden en que Dionisia Serrano fue arnetralledo por un helicóptero militar cuando hura
con un bebé en sus brazos de un entrentamlento."

67. Asimismo, organizaciones independientes como Pro Búsqueda, cuyos textos
80n citados por el Estado en numerosas ocasiones a lo largo de su escrito, estudiaron y
documentaron dicha situación, en particular la práctica de desaparición forzada de niños
durante el conflicto armado interno. El Estado incluso llega al extremo de negar en forma
categórica la préctica de desaparicién forzada de personas durante dicha época,u

68. En el texto de la demanda presentada por la CIDH no se he solicitado que la
Corte aplique el derecho intemacional humanitario al presente caso. Lo que sr se solicita es
la aplicación de la Convención Americana para establecer la responsabilldad internacional
del Estado salvadoreño por la desaparición forzada de las hermanas Serrano Cruz a partir
de junio de 1982, que permanece completamente impune hasta la fecha.

69.
ha dicho:

En cuanto a la carga de la prueba en casos de desaparici6n forzada, la Corte

-

-

L. Corte estima posible que la denperici6n de un determinado individuo .ea demostr..da
mediante prueba. testimoniales indirectills V circunstanciales, sumad.s iI Inferencias lógic••
pertinentes, ••r como su Vinculación a un. ,mictica general de deaapariciones. En un Caso
como el preseme. la Corte ha entendido siempre que las pruebas documentales y

.. CIDH, Demanda contra el Ellt6do salvadorello, Ca50 12.1:¡;Z - Emestina y Erllnda Serrano Cruz, 13 di junio de
2003, p6rrs. 34 a 46, p69•. 10-13.

v Uo ..0'101'1 alanca Rosa G.ld.mez de Fr.nco relata que durame au huid. d. un ataque m~itar "yanl. un helic:óptero
O ""I,plta, quien disparaba y tiraba bombazo" V que don DioniSia pa,O a le par de ella. quiln navaba un niño en sus hombros,
y este nillo Ir. nilto de y de la sellora Maria Victoria Crut Franco o ,ea hija di M.rt. Sarrano, el CUlII tenIa di un .prollimado
di do••110. de edil<!, a quienes el helicóptero al pu., por la plan.da lIS tiró un bombno, es MI como Sil muere don Dionisio
Serr.no y 'u nieto" (sic). OlIelaraeló" iurada de alance Rosa Galclam.z de Fr.nco de 115 de agosto di 2004 pra.enuda por el
E.til<!o salvadorefio, p6g. 2. En el mismo sentido d,pone M.nloQueo Franco Orellena en la decl"",ciOn jurada de 24 da
agosto de 2004 Igualmente presentada por .1 Estado salvadorei'lo. p60. 2 . Igualmente, .1 ta.tigo Antonio Miranda Ceatro
dlcl.ra QU' -El .eñor Dionisio Serr.no h.bí. muerto per una avisplra.. .[ttue) tiró un. bomba que Ist.lló, y qUI cuando
Oioni&io murió Cilrg8 un menor en sul manos, y que no sabe d. qui'" .ra. pero Que' sI supone que era alQún nieto, Que dtI
esta muerte del señor Dionlsio no la obee,yó, ~ue asl .a la eon!.ror.l". ¡subrayedo agregadol OeolaraclOn jured. de
Antonio Mirande Caotro de 12 de alloorto d. 2004 pra.ont.da por .1 Eortado salyedorel\o, p6g. 2. En._ punto l. Comiaión
ob..rva une contradicción .....,.oto 1 lo dlclarado por 01 .ol\or Mir.nd. Castro el 17 de octubr. da 20Q3 .nte el Juzgado de
Primer. In.t.nci. de Ch.,.ten.nllo, oportunid.d en la eu.1 relat. los mi.mo. necno. pere aflrm. que el nelicOptero matO al
..ñQr Serrano eNl ·con une niti. en brazol huyendo da un e,,'rentamtento· y dice que -•• v.rald por conltw d. vlln:. 't
oId..•• (subrayado og...gado) e.erito del e,tado .aIv.do....ño de 31 de octubre de 2003. p4tg. '78.

h El Estado aoetione QIIe "tampoco II ap~cabla 1I caso argentino al nuestro. pue. nunca se dio un. prSet1ca .8UtIIl
de desaparición fOrzad. de personas por parte del En.do saivadorallo". Eac.ilo d~ E.tIIdo de 31 de oetubr. de 2003, p6g.
85.

o
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testimoniales directas no son las únicas Que puad~ fundamenta. la centeneia. laa pruebas
circunstenciales, 108 indic:ioe y p'NUnc:iones pueden igualmente utinzarse, siampra que de ellos
puedan Inferlrse conc:IUllonOI c:onslstentllll sobre los hechos .. .

Como he leñalado la Corte, los criteríos de apreciación de la prueba anta UIl tribunal
internacional de dereehoa humanos tianan la mayor amplitud. pues le determinación de la
re"ponsabilidad intamacional d. un Estado por violaci6n de d.sr8ChO$ da la persona. permite al
Tribunal une mayor flelCibilidad en la valoraci6n de le prueba randida ante él sobre los hechos
pertinentes. de ecuerdo con las reglas de la 16gica v con beso en la experleneía (Caso Loayza
Tamayo. sentencia de 17 de septiambre de 1997. Serie C No. 33, p6rr. 42; Caso Castillo
Péel. $."teneía de 3 de noviembre de 1997. Seri. e No. 34, p~lI. 391."

70. Conforme a la jurisprudencia interarnericane aplicable a este caso, no es
necesario contar con prueba directa de las violaciones para determinar lo acontecido. En
elte caso la prueba documental disponible no se refiere de manera especrfica a los hechos,
pero sr hay varios testimonios precisos, concordantes y consistentes respecto a una
cuestión fundamental: que las hermanas Ernllstina y Erlinda Serrano Cruz fueron tomadas
en custodie por agentes del Estado salvadoreño en junio de 1982.

71 . La situación violatoria ptanteada en esta demanda se confirma y renueva a
partir de junio de 1995, momento desde el cual las autoridades judiciales de El Salvador
tienen /a obligación convencional de hacer justicia mediante la realización de todas las
medidas de investigación Que conduzcan a determinar el paradero de las hermanas Serrano
Cruz, la identificación de los respon8ables de las violaciones cometidas en su perjuicio, y la
reparación a sus familiares. 70

72.. Dentro de este merco juridico, la Comisión Interamericane ha fundamentado en
este ceso les violaciones de derechos humanos cometidas a partir de junio de 1982 en
perjuicio de las niñas Emelitina y Erlinda Serrano Cruz, como consecuencia de su desaparición
forzBda.

-, B. Violación del deber de protección ••p.cial d. los derecho. de las niñas
Emestlna y ErJlnde 58"_nO Cruz

-

-

-

r,
,

•

-i
•,
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73. El artrcuto 19 de la Convención Americana establece que "tcdo niño tiene
derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por perte de su

el Corte IOH, Ceso Bleke. supra. p'rra. 49 y 50. Ver iou8lmente. Cona IOH. Caso LoaVD Tamayo. sup"'. p'r<. 42;
Caso Castillo p,.~. Sentencia da 3 da noviambre de 1997. Serie C No. 34. P'". 39; Caso Va~.quaz Rodríguez. supr•• p'rr.
131; Caso Godlnez Cruz. Sentanela da 20 da an..ro da 1999. Serie e No. 5. p'rr. 137.

>. La Corte he sostenido;

La desaparición forzada de seres humanos constituye u"" Violeoión m(¡ltiple y continuada da numerosoa
derec:l1os reconocidos en la Convanci6n v que los Estados Partas estAn obligado. e respetar y
garantizar... La pr60tica de de..paric:iones. a mAs de lIiolar direetlment. numeroses disposiciones da la
Convención, como las señaladas. significa una ruptura radical de este traUdo. an cuanto impli"a el er••o
abandOno d. loa valores qua amanan de la dignidad numana y de los principios qua m'a profundamente
fundamentan el sisteme Int.tamotic.no V l. misma Convención. La oxistol"lcia d•••• pr6cticI, ademA••
supone el desconoeimi.nto d.r deb.r de organiza, el aparato del Eetado d. modo que se garantice... loa
d.t.ehos "'OOnocido. en le Convención.

Cfr. Corte IOH. Caso Blake . Sem.nela d. 24 d. enero de 1998. Serie e No 36. pilrr. 65. Caso Blake. I'llc.pelona.
Preliminares. Sentenc:Ja de 2 de julio de 1996. Sarie C No 27 . p.8rrs. 35; Caso "alr6n Gami v Solí, Coneles. Sentencia de 1!5
de marzo de 1989. Serie C No. 6. parro 147; Caso Godlnez Cruz. Sentencia <lo 20 do anero <le 1989. Sarla e No. 5. p.lorr.
163 y 166 c...o lIelilsquu Rodríguez. Sentencia (le 29 d. ¡ulio de 1988. Serío e No. 4. p'n. 155 Y t 58.

;JC o #S92 C- 027
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familia, de la sociedad y del Estado~. La desaparición forzada de Emestina y Erlinda
Serrano Cruz implicó el secuestro y detención arbitraria. el traslado a un lugar desconocido
hasta la fecha, la supresión de su identidad, además de la desintegración de su familia. El
Estado se apartó de su deber de diligencia para resguardar a dos niñes que necesitaban
mayor atención, en vista de encontrarse en medio de un conflicto armado.

74. La violación del deber de protección especial a las víctimas resulta
especialmente grave en este caso, ya Que se trataba de dos niñas de muy corta edad, y
porque se encontraban en medio de un conflicto armado caracterizado por su violencia. El
articulo 19 de la Convención Americana comprende tanto obligaciones positivas como
negativas por parte del Estado. El Estado salvadoreño incumplió ambas obligaciones. pues
sus agente5 actuaron de manera deliberada al sustraer a las níñas y, por otra parte, no
tomaron precaución alguna para devolverlas a su familia. No se ha determinado hasta
ahora su paradero. luego de haber estado sometidas al control y custodia exclusiva del
Estado, ni mucho menos que las niñas hubieran recibido la indemnización a la que tienen
derecho por las violaciones sufridas.

75. La Convención A.mericana y otros instrumentos internacionales imponen al
Estado le obligación de adoptar medidas especiales para los niños y niñas en conflictos
armados, lo cual no ha sido el caso respecto a Ernestina y Erlinda Serrano Cruz. Este caso
se caracteriza por el total incumplimiento de las obligaciones internacionales del Estado
salvadorei'\o, cuyos agentes tomaron en custodia a dos niñas en pleno conflicto armado y
no tomaron medida alguna para protegerles.

76. Los agents5 del Estado salvadoreño no sólo se apartaron abiertamente de su
deber de protección especIal sino Que convirtieron a Ernestina y ErUnda en vfetirnas de
violaciones de múltiples derechos. Con excepción del primero de ellos. la CIDH enfatiza
que se trata de derechos cuya suspensión está prohibida expresamente por la Convención
Americana.

77. Aunado a lo anterior, la Comisión reitera que Ernestina y Erlinda contaban
con 7 y 3 años de edad, y que no debe olvidarse que el deber de protección especial a las
ni!'las responde precisamente a su condición de niñas que, en el caso de que no hayan sido
asesinadas se vieron obligadllS a crecer, madurer y llegar a la adultez sin el apoyo y la
comprensión de su familia. Estas niiias en estado de indefensión y desamparo vieron rotos
sus lazos familiares y malogradas 1018 posibilidades de vivir una niñez dentro de los
parámetros habituales que ello Implica.

78. El Estado salvadoreño se limita a negar los hechos del caso, ya que el
incumplimiento de su deber de investigación no le permite aportar elemento alguno Que
demuestre lo sucedido a las niñas luego de hallarse en poder de los integrantes del Batallón
At/acatf. Afirma Que "existía un patrón de protecci6n de niños menores contra ciertos
efectos de la guerra U7 1 pero no lo respalda con pruebas, sino con una simple cita del texto
del Convenio IV de Ginebra. La verdadera conducta de los agentes del Estóldo en este caso
se inserta dentro del patr6n de graves violaciones de derechos humanos documentado
ampliamente por investigaciones de organismos internacionales y organizaciones de la

" E,crito del EStado salvadOreño de 31 de octubre de 2003, pAgo 58.

# " , , ' , ' 0 ' '',
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sociedad civil. En tal sentido, debe recordarse que la masacre de El Mo~ote fue cometida por
el Batallón Atlacatl en diciembre de 1981, meclio año antes de que sus integrantes
perpetraran la desaparición de Emestina y Erlinda Serrano Cruz. Uno de los libros de Pro
Blisqueda que el Estado cita profusamente en su contestaci6n a la demande relata los hachos
de El M02ote:

LoS $old~o. ¡.t..-on lilas mujeres p•• s.c-',s de la casa V les arrancaron. sus hüOs. Luego IIIS
m.tillfon, por grupos, a 1.... ClISas v&elas. donde las ....inaban. A loa niños 108 .ncerraron en el
pequeño con~lo de la iglesia del lugar. Llenaron el Onico cuarto hasta que no cupieron mjs.
Por 18 ventana da' convento apostaron una lI1TletraUadora. Dispararon incontables rAf8gas. hasta
que todos los niños aSluvÍQlon muertos. A los niños que 1\0 cupieron en el convento. los
a"carraron en una can enfr.nto de ~ plaza. Ahí 105 mataren•••Igunoe con cuchillos V • otros
con disparos. Ante5 de retlrarse del casarlo, los soldados Incendiaron varias easas V el
convento!Z

79. Cebe destacar que, en su Intento por establecer la "presunelén" de Que los
padres de Ernestina V Erlinda "pertenecían e las masas que colaboraban con la guerrill 11 N • el
Estado utiliza varias citas parciales de documentos de Pro BÚsQueda.73 Sin embargo, el
Estado omite toda referencia a la amplia investigación efectuada por dicha organización
acerca de otros casos similares al de Ernestina y Erlinda, ocurridos en la misma zona,
época, e idénticas circunstancias, que establecen el patrón descrito en el presente ceso. 7"

80. Luego de su intento de tresladar la responsabilidad a loa aeñerea Dionisio
Serrano y MarIa Victoria Cruz Franco por la desaparición forzada de sus dos niñas, el
Estado sostiene que "si el Ejército salvadoreño encontró a ambas menores en estado de
abandono en dicha zona, su actuación de recogerlas y posteriormente entregarlas a un
organismo humanitario, concuerda con la protección y el cuidado necesarios para su
bienestar·,76 Esta confusa afirmación, realizada en torma condicional. confirma.
nuevamenta Que el Estado carece de elementos para esteblecer lo sucedido a las niñas. Es
decir, no niega que el Ejército las encontró y se las llevó ··hecho establecido por varios
testimonios en la jurisdicción Interna-- pero como la falta de investigación de la justicia
salvedoreña tampoco le permite desvirtuar la carga de ta prueba, se ve en la incómoda
posición de especular con lo que Nhabrra sucedido con las menores Serrano Cruz", 7

• La
violencia indiscriminada de agentes del Estado contra la población civil en los operativos

71 Pro Búeque<la. El era Mb Eapllrado, &~. pj¡. 133.

71 ~.crito del Estado salvadoreño da 3 t da octubre ele 2003. P~Cl , 68,

.. Une¡ de los c.sos s. relata de la siguiente manere:

Jos\! Antonio AIf're% Ah".,a. separado forzadament. d. au familie en Ch.l.tenanoo dut.rW1 lo. primeros
al\os da la guerra, lIeg6 iII Pro·ililsqueda aproximadamente e" 1996. con la memoria ..gmantada y una
identidad Supu"ata, 1•••1 Sobre las cireun,..anci..a de lu leparaci6n do la familia. au memoria a610
..gistraba imilgane. luett.1 de impactoa ele arma. de fuego de "ruo.o celib.. a IU Iltadedor. gritos "
rOltroe onguGtiados de personas corriendQ en diversas dlrecclonss, sonldo$ efe metre1la Drove.nl8ntn d.
heli"ólltcro., y miedo, mucho miedo. Lo que recuerda bien e. qu" corriO, .in saber a dOnde o con quién,
Ilasta que le sangraran loa pino Era uno de los primerOI di.. de junio de 1982, In las poatrime,ra. del
operativo militar trietemante famoso. conocido en Ch.latenango como "la guinda (mill..c,,) de mavo",
durante el cUII decenas dI ni"*, y niñoa fue,on arrancados da aue familia. Dar lo. soldados.

AloclaclOn Pro Búsqueaa de Nln.. y Nino. Ouaparecidoe, "R"encuentro•. Dolores: memoria e identidad", p'gina
eJ"e:trOnica, !l[[P.:l,('!:'f!I!'!~fJro busro!!!!!.!!.:.9..rll ~'!f.!!.~.[ ir~!!.~la~ ,I1t'!!•

7< Escrito del E.tado slllvadoraflo de 31 de octuere de 2003, ¡Mg. 59 .

" Idom.

D
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realizados en esa época, ampliamente documentada,
sobre el destino de Ernestina y ErUnda.

contradice la afirmación del Estado
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81 . El Estado afirma igualmente en su escrito de contestaoión de la demanda que
"existe prueba de que se hizo el mlnimo esfuerzo de reunir a las menores Serrano Cruz con
su madre" (sicl,17 La "prueba" es la declaraci6n de la madre María Victoria Cruz Franco
ante el Juzgado de 1a. instancia de Chalatenango, en la parte que menciona que -la Cruz
Roja Salvadoreña la llamaba a efecto de que viniera a recoger sus hijas menores".7B Sin
embargo, en otra parte del mismo escrito el Estado salvadoreño afirma que "existe prueba
de que el CICR en su oportunidad habló a la madre de las menores para que ella la. fuese a
recoger, pero que solo pudo regresar a El Salvador trece años después, no obstante que el
Estado promulgó una ley de AmnIstía en 1983, para que la población civil involucrada con
los grupos contrainsurgentes pudiesen acogerse a ella."7I

82. No hay prueba alguna en el expediente respecto a la supuesta comuníceclén
del CICR con la señora Serrano Cruz. Por el contrario, está asentada en el expediente del
Caso 12.132 una comunicación de 105 representantes de dicho organismo humanitario
sobre la falta de información referente a las niñas, que se respalda con la revisi6n de la
base de datos del CICR en Ginebra.

63. Por otra parte, el Estado salvadoreño realiza esfuerzos en su escrito de
contestaci6n de la demanda para establecer que la familia Serrano Cruz habría pertenecido
a las masas de la guerrilla y en el mismo documento sostiene Que la señora Cruz Franco
debería haber regresado a El Salvador luego de promulgarse una ley que favorecería 8 "la
población civil relacionada con grupos contrainsurgentes". El Estado no explica este
supuesto doble carácter de la madre de las niñas S.rrano Cruz, que supuestamente
colaboraba con la guerrilla y a la vez estaba "involucrada con grupos contreinsuraentes".
La Comisión entiende estes afirmaciones como parte de las contradicciones en las que
incurre el Estado en este caso.

84. Lo único claro es que si los militares hubieran cumplido con su obligación de
registrar 105 nombres de las nl/'las Serrano Cruz inmediatamente después de evacuarlas de
la zona de conflicto. y si hubieran hecho el mínimo esfuerzo de reunirlas con sus familiares,
quedarla algún registro o dato que permitirfa localizarlas. De ser asl, la intervención de la
Comisi6n Interamericana y ahora de la Corte no habrfa sido necesaria, pues el Estado habría
cumplido con su deber de respetar y garantizllr los derechos humanos de Emestine y Erlinda
Serrano Cruz.

65. A la luz de los elementos de convicción y de las consideraciones que
anteceden, la Corte debe establecer que el Estado salvadoreño es responsable por 18
violación del articulo 19 de la Convención Americana en perjuicio de las hermanas Serrano
Cruz .

" Idem, p6g. 1!12.

71 Id.m. Sin ambargo, a oomlnuaci6n al Estado afirma qua lo. "rchivos d. l' Cruz Roja Salvado,eña se dutrvyeron
en el tarramoto d. 11186 Y qua el CICR no tiana dll10 a111l.lno sob,. las hermana. Serrano Cruz.

7' Ide",. p6g. 56.
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e, Pñvación arbitraria de libertad continuada en perjuicio d. Emutina y Erflnda
S.mlno Cruz

86. Al referirse al contexto de un conflicto armado, la Corte Interamericana ha
establecida que mediante la protección del derecho consagrado en el artículo 7 de la
Convención Americana, "se está salvaguardando tanto la protección de la libertad física de
108 individual! como la seguridad personal. en un contexto en el que la ausencia de
garantías puede resultar en la subversión de la regla de derecho y en la privación a los
detenidos de las formas mínimas de protección legal. Neo El artículo 7 de la Convención
Americana dispone, en lo pertinente:

1. Toda persona tiene derecho 1 I1 libertad y a 1;1 seguridad personlles.

2. Nadie puede ser priv,do de su libertld trsíca, salvo por I;ls causas y en liS
condicion.. fij;ldas de antemano por las Constitucíone!! Polfticas de los Estados partes. o por
la!! leyes dictldas <:onfor",e a ellas.

87. Por su parte, el artículo 19 de la Convención Americana dispone que -todo
niño tiene derecho a las medidas de protección que su condici6n de menor requieren por
parte de su familia, de la aocieded y del Estado". Se ha visto que la disposición citada es
una de las expresamente incluidas en la lista en la lista de derechos inderogables del
artículo 27 de la Convención Americana. Asimismo, las normas de interpretación de dicho
instrumento internacional establecen:

M"'UIO ~S, Normas de InterpretldOn

Ninguna dieposiciOn de la presente Convenoi6l'l puede ser interpretada en el .entido
de:

~

a.

b.

permitir a alguno de los Estados partes. grupo o persona, suprimir el goce y
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o
limit81los en mayor medida Que la prevista en eUa;

limitar el go<:e V ejercicio de <:ualquier derecho o libertad que pUedll e8ter
reoonocido de acuerde con ~ll leyes de cualquier.. de 108 E't~os partes o de
ac:uerdo con otra conven<:ión en que sea parte uno de dichos Estactos;

c. excluir otrOs derechos y garantías que son inherentes .1 IBr Ilumano o Que se
derivan de la forme democr'tica representativa de gobierno, y

d . excluir O limitar el etecto que puedan preduoir la Deolaraoión Amllri<:.n. de
Cerechos y Debere. del Hombre y otros 8<;t05 internacionales de 1.. mis",_
naturalezlI.

-

-

-

88. En el presente caso, la Corte cuenta con los elementos para determinar que
81 Estado salvadoref'lo es responsable de la violación continuada del derecho a la libertad y
a la seguridad personal de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz, que tenían siete y tres años de
edad en junio de 1982. los agentes del Estado tomaran en custodia y tuvieron en su
poder a las dos niñas y, en su accionar contrario al artículo 7 de la Convención Americana,

l. Corta IOH. CUO B.tmaca Vali.qua., Sentencia de rondo de 25 de noviembre de 2000, Serle C No. 70. p.rr.
141. Var. sn e' mismo sentido. caro Vills;r'n Morales (Calo de 'los Niño. de ~ ca,...·). Senlencla ~ fon<l'o de 19 ~
noviembre de 1999. Serie e No. 63. p;trr. 95 .

~,(, - " 8 ' " 0 0 ' '-. , . < ,'" ' . _ • .. ... "t ...... . :; <t #~ 9 2 G - l)~ 1
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no les garantizaron la protección especial que determina el artíeutc 19 del mismo
instrumento. Las normas de derechos humanos y de derecho internacional humenitario
llplicableli al presente caso requerlan que ambas niñas fueran evacuadas de la zona de
conflicto y alejadas del peligro. luego inmediatamente identificadas y registradas con el fin
de lnlclar loa esfuerzos de reunificación con sus familiares. Ninguna de estas obligaciones
fue cumplida.

89. Respecto a la violación del derecho protegido por el artículo 7 de la
Convención Americana en este C8S0, el Estado afirma que H no se puede hablar de una
privación arbitrarla de libertad, mucho menos continuada, tampoco de una supuesta
desaparición forzada, en contra de las menores Serrano Cruz ..Jejos de violentar el derecho
a la libertad y a la seguridad per$onal de las menores en comento, lo que hicieron fue
garantizar y protegerles dichos derechos, de conformidad con los artículos 7 y 19 de la
Convención Americana" .8' Es decir, mantiene la actitud de afirmar versiones hipotéticas
de lo que habría ocurrido, sin sustento alguno en la investigación de los hechos a la que
estaban obligados. Al mismo tiempo que renuncia a su deber de investigar, intenta
responsabilizar a los familiares Que. según el Estado, "tuvieren que tomar decisiones de
dejar a sus menores hijos pera salvaguardar las vidas de euos"."

90. El Estado salvadoreño es responsable por ht violación continuada del artículo
7 de la Convención Americana respecto al derecho a la libertad Y seguridad personal de
Ernestina y Erlinda Serrano Cruz.

91. La Convención Americana consagra en su artículo 5 el derecho de toda
persona a que "se respete su integridad física. psrqu;ca y moral" . Establece Igualmente
dicha disposición que "toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a
la dignidad Inherente al ser humano". El respeto a la integridad personal es uno de los
derechos inderogables consagrados en el artículo 27 de le Convención Americana.

-

D. Violaci6n del derecho a la integridad personal de Em••tlna y Erlinda Serrano
Cruz y de sus familiares

-

~

•

-

-

-

92. En el presente caso se ha violado el derecho 8 la integridad personal tanto en
perjuicio de las hermanas Serrano Cruz, como de sus familiares. La información
denunciada y no controvertida por el Estado salvadoreño indica que Ernestina V Erlind8
Serrano Cruz se encontraban escondidas a la intemperie en el momento de su desaparición
forzada, Puede presumirse razonablemente que en tales condiciones las niñas hubieran
$ufrido temor y zozobra, cUYl!S huelles deben haber subsistido por mucho tiempo. En todo
caso, la desaparición forzada provoca gran angustia, además de aislamiento prolongado

93. En su respuesta a la demanda, el Estado sostiene:

Las nillas pudieron haber sufrido 11190n da/'\o en BU integridec:l personal cuando loa supuestos
hacho. ocurrieron, pero .., todo ceso dicho sufrimiento no fue ocasionado VOluntaria,
deliberad. ni eulpcsamente por agentes del Estado. sino que $8 debió a que ellas junto a su

" Cornunlc.ci6n d.' E.teda SBlvado..i'Io de 31 de Octubre de 2003. p69. 5' .

.. tdem,

.. ..-.JF ...

, ,_ . # :, " ~ n ) '-~ ." - .. ." ... - ... --
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grullO familiar se encontraban en las zonu da eOl\"lbata. presuntamenta debido 8 la
pertenencia d. los padr•• d. laa nmac con 1M "masas" de los llIUPO. i~urgente., ya qua Pit.
mediados de 1982 lo. pobladores de les zonN en conflicto de Chalatenango que no deseabar¡
p,"Ic;lplr en el conflicto. V. tlablan abandonado na. zomas.u

94. Es decir. el Estado salvadoreño no niega que las niñas Serrano Cruz pudieron
haber sufrido en las circunstancias que se describen en la demanda, pero intenta a 111 vez
trasladar a los padres la responsabilidad por lo que ocurrió a Ernestina y Erlinda. Así, como
lo ha hecho en sus alegatos sobre las demás cuestiones del caso, incurre en posiciones
confusas e inciertas al referirse a "hechos supuestos que ocurneron" debido a que
"presuntamente" la familia pertenecía a las "masas" de la guerrilla. Más adelante el Estado
alude al "hecho de que las niñas fueron deladas por sus mismos familiares, en una acción
de ocultarse de la operación militar que supuestamente ocurría o por otras razones",'· Esto
a pesar de que el Estado salvadoreño reconoce de manera expresa en el mismo escrito de
contestación de la demanda que se efectuó un operativo militar en junio de 1982 conocido
como "guinda de mayo". con base en las declaraciones de 10$ testigos que el propio Estado
presenta a la Corte. IIS Igualmente, el Estado intenta culpar a Dionisio Serrano y María
Victoria Cruz Franco por lo ocurrido a Ernestina y Erlinda Serrano Cruz mientras que
simultáneamente y "en aras de la verdad", trata de demostrar que dichas hermanes nunca

• •exisneron.

96. En definitiva. son ejemplos adicionales de las incontables posiciones
contradictorias que se ve obligado a asumir el Estado salvadoreño en esta caso. El motivo
de esta situación es la falta de cumplimiento de su deber de investigar lo sucedido con las
dos niñas desde el momento en que estuvieron bajo el control y custodia exclusivos de
integrantes del Batallón Ar/tlct!Jl/ el 2 de junio de 1982.

96. Sostiene más adelante que "El Salvador no tenía ninguna intención de causar
un daño a dichas menores, aino que buscaba el desalojo de las comunidades guerrilleras ­
bases sociales" de las zonas conflictivas de Chalatenango" y que "en ejercicio de su
derecho buscaba el desalojo de dichse ccmunldades guerrilleras en las que se encontraban
combatientes armados, como sus bases sociales". la

97. Se observa en ia respuesta del Estado un intento de justificar los ataques
indiscriminados contra la aociedlld civil Que fueron perpetrados en la zona de Chalatenango
y en otras áreas durante el conflicto, notoriamente por el mismo Batall6n Atlélcatl.
Ernestina y Erlinda Serrano Cruz se incluyen, lamentablemente. entre las docenas de miles
de víctimas Civiles de tates ataques. que constituyen violaciones graves y masivas de
derechos humanos y de derecho internacional humanitario. Ya se ha visto antes que los
propios testigos del Estado salvadoreño declaran cómo el padre de las hermanas Serrano
Cruz fue asesinado disparos de ametrallador.. y bombas lanzadas desde un helicóptero
militar mientras huía Con un bebé en brazos.

"Comunieación de' Ecta<lo ulvadorei\o de 31 de ocnlolbre de 2003. P'O. 50.

"'tlem. P¡g . 51

IS ltiern. 116g. g •

.. Idem. 116g. 50.

# - - .... ... ~ -....- " ' us ;..J _ _ . ~ - ... _
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98. En la sección correspondíente a los hechos de este caso. la Comisión
tnteramertcane ha aportado los elementos para establecer Que las hermanas Serrano Cruz
fueron tomadas en custodia por agentes del El>'tado ulvadoreño. No es un hecho
controvertido Que hasta la fecha se desconoce su paradero. Lejos da desvirtuar la carga de
la prueba, el Estado intenta simultáneamente culpar a la familia por abandonarlas; crear una
versión completamente ficticia V sin respaldo alguno de lo que habria acontecido; explicar
la falta de datos por la quema de archivos de la Cruz Roja salvadoreña; V negar que las

..... ..
runas exisnercn.

99. La Corte ha reconocIdo que "una persona ilegalmente detenida se encuentra
en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual lurge un riesgo cierto de que se le
vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad frsica y a ser tratada con
dignidad ."e7 El concepto desarrollado en la jurisprudencia interamericana se refiere a la
situación de una persona 8 la que se mantiene desaparecida sin contacto Con el mundo
exterior, en un lugar clandestino de detención. 88

r
,

r
•

r
•

-•

·,
,
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, OO. El aislamiento prolongado de las hermanas Serrano Cruz de su familia
adquiere otra cennotacién, aunque \8 situación vlolatoria es análoga. Ernestina y Erllnda
Serrano Cruz fueron aisladas permanentemente de su entorno familiar V comunitario contra
su voluntad y la de sus progenitores. En este sentido, dicho aislamiento forzado constituye
una vtotacten de la integridad flsrca y pslquica de las hermanas que contaban,
respectivamente. con 7 y 3 años de edad. Debe agregarse a ello que 185 víctimas
indudablemente sufrieron gran temor. angustia y zozobra al momento de ser encontradas
por miembros del ejército, separadas forzosamente de sus padres. y llevadas a un destino
desconocido en un helicóptero militar. Todo esto se llevó a cabo, como ya se ha visto, en
abierto desafío de la legislación nacional e internacional vigente en El Salvador en la époc¡¡¡
de los hechos.

101. Ernestina V Erlinda Serrano Cruz sufrieron la violación de su derecho a la
integridad psíquica y moral durante el operativo militar lanzado en junio de 1982 contra la
población civil del Cantón Santa Anita, Municipio de San Antonio de la Cruz, Departamento
de Chalatenango. la víotacíén del derecho protegido por el artfeulo 6 prosiguió durante su
toma en custodia por militares del Batallón Atfacarf, y se mantiene hasta 18 fecha, ya Que
siguen privadas de su identidad y del contacto con su familia biológica.

'02. La Corte ha reconocido que los familiarés de una persona desaparecida 80n
igualmente víctimas directas, en la medida en que experimentan sufrimientos por dicha
circunstancia. Lo anterior configura una violaci6n adiclonal del artíeule 6 de la Convención
Americana. Otr05 órganos internacIonales de derechos humanos, corno el Comité de
Derechos Humanos de las Naciones Unidas y la Corte Europea de DereChos Humanos han

*.

"' Cotte IDH. C.oo B'moco V.lhq...., 'Vp~, pirro 150: Caso ViUagr;ln Morol•• y otros, p4tr. OO.

•• la Corto Int.ramericana ha ..t;,J;¡lecido Que el somatimi.nto de l. vlctimo a un aislamiento prolongado Npteunta
"una forma lesive de la irnegrldad P.íqu¡,.. v morol de 18 p.",ono V d.1 d.recho do todo d"'.ni<!o 01 re'Peto debido o le
dlonidod inh..ente 81 ser humano. lo Que COI1$t1tuv•• por OU Ildo lo violación de las dilpO,iciones del a,,¡culo 5 de 1,
ConvenclÓll", Corte 'OH. Caso VQ'úqUIz Rodr/guez, SUPflJ. p'''' 156.

.1: ..¡ J
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determinado en cesos de madres de personas desaparecidas, una vIolación adicional del
derecho a la integridad personaLBIl

103. Una postura similar se estableció en el caso Bámeca Velésquez, en que la
Cone determinó que "la falta de conocimiento sobre el paradero de Bámaca Ve/ásquez
causó una profunda angustia en loe familiares de éste, por lo que considera a éstos
también víctimas de la violación del artículo [5.1 y 5.21".~ Igualmente. en el Caso Bleke,
la Corte reconoció que "la violación de la integridad psíquica y moral de dichos familiares
[del señor Nlcholas Blake] es una consecuencia de su desaparición forzada" y que "las
circunstancias de dicha desaparición generan sufrImiento y angustia, además de un
sentimiento de inseguridad, frustración e impotencia ante la abstenci6n de las autoridades
públicas de lnvestiqar los hechos" ,11 l.a Corte ha estimado Igualmente que los padres de
las víctimas sufren por la denegación d. justlcia en el caso de sus seres queridos y
reconoció que ello "generalbaJ un sentimiento de inseguridad e impotencia que les causó a
esos parientes la abstenci6n de las autondades públicas en investigar 8 cabalidad los
cerrespondlentea delitos y castigar a sus responsables" .92

, 04. El sistema interamerlcano de derechos humanos ha consagrado el derecho de
las personas a saber lo que ha sucedido Con 5U8 familiares. 1l3 l.a falta de conocimiento
sobre el paradero de una persona es causa de profunda angustia para sus parientes. por lo
que la Comisión considera que en e5te caso, la familia de las niñas Serrcmo Cruz han
sufrido desde el momento de la desaparición forzada. Oesconocen dónde están y si se
encuentran bien, cuesti6n sobre la cual ninguna autoridad les ha brindi!ldo información,

105. En virtud de todo lo anterior. la Corte establecer' en este caso que el Estado
salvadoreño es responsable por la violación del derecho a la integridad personal en perjuicio
de Ernestina, Erlinda y Suyapa Serrano Cruz.

E. Violación del derecho a la vida d. Emntina y Erllnda Serrano Cruz

106. El erttculo 4 de la convencton Americana se refiere e la protecci6n del
derecho a le vida y establece la obligeción de los Estados de garantizar su ejercicio. El
primer párrafo de dIcha disposición establece Que toda persona tiene derecho a que se
respete su vida, y que nadie puede ser privado de ella erbltrariemente. La Corte ha dicho al
respecto que el "goce de este derecho es un prerrequisito para el disfruta de todos los
demés derechos humanos" y que "en razón del carácter fundamental del derecho a la vida,
no son admisibles enfoques restrictivos dal mismo. ,,94:

lO Naciones Unidas. ComJt' d. Oerechos Humanos, C...o auintaroe v , Uruguay. Comunioaoión N" 107/1981. 21 da
julio de 1983. UN Doc. CCPR/C/1S1/0,107/1981. Var••n el mismo o.ntido. Corte EDH. Ca.o I(urr v, Turquía. Sentencia de
26 da mayo de 1998.

eo Corre IOH. Caso 86macB V.lblluez. supn n. 1O. p~ .... 165 in fI,,".
" Corra IDH. Cuo Blakll. supra, p'rr. 1141n fin•.

.. Corre IOH. C••o Villagrin Morales y otros. IfUP". parro 173 in fin" .

U Corto IOH. Cno 86maoa Vel'.quaz, 8"1'''. pirr 166•

.. Corre 10H. Caso Villagrin Morales V ottoa, ~pr., p.lrr. 144.

, "
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107. L.as hermanas Serrano CrU2; desaparecieron en 1982. Hasta la fecha se
ignora su paradero y, lo que es peor, si se encuentran vivas o muertas. Se han aportado
elementos suficientes que demuestran que las niña. fueron tomadas en custodia por
agentes estatales, Asimismo, en el momento de los hechos, se verificaba en El Salvador
un patrón de desapariciones forzadas de personas,

En virtud de todo lo anterior, el Estado salvadoreño tiene la carga de demostrar lo
ocurrido con Ernestina y Erlinda Serrano Cruz a partir de junio de 1982, cuando se inicia su
desaparición forzada. Conforme a la jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos
humanos en la materia, se presume que las víctimas han sido privadas de la vida con el
paso del tiempo.95 Han transcurrido 22 años sin noticia alguna de las dos vfctlmas en este
caso. tiempo durante el cual el Estado no ha cumplido con su deber de investigar y
sancionar las violaciones denunciadas,

108. Los hechos de este caso se verificaron en un contexto de gran violencia, en
pleno conflicto armado interno salvadoreño, por lo que la CIDH debe considerar la
posibilidad de que las hermanas Serrano Cruz hubieran muerto después de haber sido
tomadas en custodia por los integrantes del Batallón Atlacatl.ge En ciertos casos en los que
el Estado en cuestión no ha investigado alegatos de privación arbitraria de la vida, los
tribunales internacionales han determinado la responsabilidad de tales Estados por violación
de este derecho fundamentaf.97

109. En sus alegatos referentes al artículo 4 de la Convención Americana, el
Estado salvadoreño busca que la Corte aplique el principio del esroppel porque
supuestamente "se ha mantenido por la parte demandante y los representantes de las
supuestas víctimas en sus escritos que las menores Serrano Cruz fueron dadas en
adopción"ga y en consecuencia no podría alegarse la violación del derecho a la vida. Esta
afirmación es manifiestamente falsa. Lo cierto es que la señora María Victoria Cruz:
Franco, corno surge de la declaración Que cita el mismo Estado, dijo que crera que sus hijas
hebfan sido adoptadas por ciudadanos extranjeros y que tenía fe de que regresarfan. Ni
ella, ni los peticionarios. ni la CIDH podía "mantener" que habran sido adoptadas, ya que se
carece de los elementos de prueba que el Estado debía haber aportado acerca del paradero
de las niñas luego de estar en poder de integrantes del Batallón AtlllClJtl. Este es
justamente el argumento central de la ComiSión Interamericana y de los representantes de
las vfctimas: la evidente renuncia al deber de investigar los hechos, como se ha visto a lo
largo del trámite de este ceso. No hay eentradiceíén alguna el respecto. a diferencia de las
posIciones que asume el Estado.

110. Por otra parte, el Estado alega que "existen suficientes pruebas de que en la
generalidad de los casos, los niños Que fueron encontrados a mediados de 1982 en las

•• V"r. por _¡emplo, Corte IDH, C.so CaeNlo P6ez, Se"••"ei. d_ tondo do 3 d. noviemb,. de 1998, Serie C No. 34,
pé... 66.

.. elOH, Informe N 136/99, ello Ignacio Ellacurle v otros, El Salvador. 22 de diciembnl de 1999, páfr. 122.

•' Ver, por _l.mplo, ComlslOn europea de Oerecl1os HlJmanos, Keya v, Turqula, decisiÓn de 24 de octubre de 1996
ISolicitud 22729(93); C:omite de Oerechoo Humanos de NaciOnes Unidas, Oermlt Barbato v. Uruguay, No. 84/1 9S1, pAn.
9.2.

.. ComuniC8ciOn del &"do ..Ivedor"ño dIO 31 de ootubre de 2003, P'II. 47.
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zonas de combate fueron entregados a la Cruz Roja Salvadoreña o al CICIR, quienes los
entregaban a los orfanatos y hospiciosH

. " (sic) El Estado utiliza una cita de Pro BúsQueda
que describe la reunión de Jon Cortina con la Presidenta de les Damas Voluntarias de la
Cruz Roja Salvadoreña para sustentarla:

Después de la reunión cuando el padre [Cortina' sall;l de las instalaciones de la Cruz Roja
Salvadoreña, un empleado. Que lo conocía por su labor pastDral. se acercó para saludarlo y l.
preguntó el moti"o de la ,,¡sita. L. confió que no le eXlral\aba la poca colaboraci6n que habla
recibido. Según él, .Ieunos de los nillos que proventen da las ZOl'IilS conflictivas hablan sido
.doptados por flllTllllas allegadas a la Cruz Roja Salvadoreña. 100

111. El mismo texto citado por el Estado salvadoreño contiene el testimonio de la
investigadora Azucena Mejía respecto a la reacción adversa de la Presidenta de las Damas
Voluntarias de la Cruz Roja Salvadoreña ante datos que lIeverran la identificación de una
nina. '0' El libro describe igualmente la práctica de adopciones ilegales en El Salvador
durante el conflicto armado que convirtió al país en el mayor "exportador de niño:; para la
adopción de todo el hemisferio occidental. '02 El Estado salvadoreño omite toda referencia 8

dichas cuestiones, a pesar de su profusa utilización de pasajes de libros de Pro Búsqueda.

112. En definitiva, la falte de escterecírnlentc de los hechos del Caso Serrano Cruz
se debe a la ausencia completa de medidas adecuadas de investigación, que corresponden
exclusivamente al Estado salvadoreño. Ello se agrava especialmente porque tas dos niñas
tenian en ese momento el derecho a la protección especial que impone el artículo 19 de la
Convención Americana, además del conjunto de garantías que fueron vulneradas por la
conducta del Estado, como se ha determinado SUPRI. Con base en todo lo anterior, una vez
establecidos los hechos del caso, la Corte hallará la responsabilidad del Estado salvadoreño
por la violación del derecho protegido en el articulo 4 de la Convención Americana en
perjuicio de Ernestlna y Erlinda Serrano Cruz.

F. Violaci6n del derecho a las garantr.. judiciales y a la protección judicial
efectiva en perjuicio de Emestina y Erlinda Serrano Cruz y de BUS famlli.res

, 13. Las graves violaciones de derechos humanos cometidas por agentes del
Estado salvadoreño en este caso no fueron investigadas, sancionadas, ni reparadas por los
órganos jurisdiccionales de dicho país . La Cone ha señalado que, en virtud de los
artfculcs 8 y 25 de la Convención Americana, los Estados panes están obligados a
suministrar recursos judiciales efectivoli a las víctimas de violación de los derechos

.. IdfHtl. Ilág . 48.

'00 Idem.

,., L. senora ~eJra ,,'ata que sañora Isabel de Novoa, Presidenta da las Oamas voluntarias de la Cruz Roja, ·.a
quadó halada" cuando le mencionó Que Marina, la niño desaparecida a la qua buscaba, tenia .ais dados en cade pia.
Azucan. Mejr. describe la reacoi6n de la se/\ora de ~vo. Que sucedl6 cuando Ja dio més detalles:

L. seño'a .e levanto) de su .m. y no s. volVio) I .entar. M. dijo: ·Yo no tell\lO nade que dacirle. Oejen
IIn paz a estos niños. filos ahora IIC6n an mejoras condiciones. Y este padra que sale en la televisiÓn
hablando ea.... sobre los niño. desaparecidos y sobre r.. Cruz Roja, diQale usted Que se preocupa -jo<
por lal niños de la calla, por lo. · huelepega · y qua no se meta con el pllado. porQue de todas ma".,r8.
estos- niño.. est6n mejore. _8'-',

Pro Il(¡squeda, El Oia Mb Espenldo, Sllpr•• p6\l. 268.

•02 Idem. p6g. 248.

#5 9':0-(;3-;'
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humanos y a sustanelaríos conforme a las reglas del debido proceso legal. Ello debe darse
dentro de la obligación general que tienen los mismos Estados de garantizar el libre y pleno
ejercicio de los derechos reconcclcos por la Convención a tode persona Que se encuentre
bajo su jurisdicción ,103

114. El artículo S( 1) de la Convención Americena garantiza a toda persona "el
derecho a ser oída. con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable. por un juez o
tribunal competente. independiente e imparcial. establecido con anterioridad por la lev. en
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral. fiscal o de cualquier
otro carácter". Por su parte, el articulo 25( 11 de dicho instrumento internacional consagra
el derecho a una tutela Judicial efectiva ante la violación de uno más de los derechos
establecidos en la Convención Americana. El inciso 1 de dicho artIculo dispone que toda
persona "tiene derecho a un recurso sencillo y rápido O 8 cualquier otro recurso afectivo
ante los jueces o tribunales competentes. que la ampare contra actos que violen sus
derechos fundamentales, reconocidos por la Constitución. la ley o la presente
Convención ... " .

115. Al igual que el derecho consagrado por el artIculo 5 de la Convención. en el
presente caso la violación de los articulos 8 y 25 de la Convención Americana se ha
cometido respecto de las niñas Serrano Cruz y de sus familiares.

, 16. En su respuesta a la demanda, el Estado salvadoreño se limita una vez más a
negar ros hechos. siempre sin elementos de prueba sobre el destino de las hermanas
Serrano Cruz. Afirma que "ha quedado claro el hecho de que las menores Ernestina y
Erllnda Serrano Cruz nunca fueron detenidas arbitrariamente por miembros de la Fuerza
Armada, por lo que no hubo violaciones de derechos humanos realizadas por agentes del
Estado". '04 Sostiene ademés que "no se puede asumir ninguna conducta iIIclte por el
Estado el proceder a recoger y dar en custodia a dos menores encontradas en una zona de
combate abandonadas" .105 (sic) Cabe reiterar una vez más que las afirmaciones como las
que anteceden carecen de todo sustento. en virtud de Que el Estado tiene la carga de la
prueba de demostrar el destino de Ernestine y Erlinda Serrano Cruz. y hasta el momento no
lo ha hecho.

, 17. Ernestina y Erlinda Serrano Cruz fueron tomadas en custodia en junio de
1982 y su paradero se desconoce desde tal fecha. Nunca tuvieron acceso a un recurso
efectivo. ante un tribunal imparcial. que decidiera sobre la legalidad de su privación de
libertad y 18S regresara 1!I su hogar. Por definición. la desaparici6n forzada viola el derecho
de la vlctima a acceder 8 un órgano judicial que resuelva sobre la legalidad de tal acto. En
este caso, tal Situación resulta especialmente grave por tratarse de niñas que no podían
defenderse por sí eelas ni acceder 11 la autoridad competente.

----------
lO' Con" IOH, Caso Velasquez RodtlQuez, ellcepcion.. Pr~irnin.,..s,S.m.nci. del 26 de ¡linio de 1987. pirro 91.

104 Comunlcaci6n del Estado '.Iv.doreno d. 31 de oewbre de 2003, pago 72.

100 taem, pág . 73.

\•
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118. la señora Marra Victoria Cruz Franco pressntó una denuncia por la
desaparición de sus hijas Emestina V Erlinda ante el Juez de Primere Instancia de
Chalatenan90 el 30 de abril de 1993. El Salvedor careció de un Poder Judicial
independiente durante la época del conflicto armado, por lo Que resultaban notoriamente
¡nefectivas las denuncias de violaciones de derechos humanos. especialmente aquellas
referidas a hechos tan graves como los de este caso. Toe

119. En ciertas ocasiones la denuncia de violaciones de derechos humanos
cometidas por agentes del Estado podía resultar incluso peligroso. tanto para el
denunciante como para sus representantes. como consta en el dictamen pericial rendido
por el Dr. Moreles Cruz en este C850.'07 El Informe de la Comisión de la Verd¡;¡d de
Naciones Unidas fue publicado el 15 de marzo de 1993, por lo que la señora Cruz Franco
planteó su denuncia un mes y medio despu6s de que se renovaran tes esperanzas de le
población salvadoreña en su Poder Judicial.

'06 En su Informe anual publicado al finaliza. al conflio1o armado salvadoreño. la CIOH hizo un recuento da la
,Ituacidn que atrav••ó dicho paíl dur~n(. los doce ai'lloa IInteriores. Est. órgano d..,.rmin6:

I;n El Salvado. no uxiBte hoy en dla. ni ha existido en al Palado reciente, una adminietración de Junioi.
eficianta r itnpim;.:í.1 e independlent. que con8tituya un. 9"r,ntr. contra l. impunidad y un medio IIf.¡¡;¡tivo
de disuasiÓn frente a la delinou."'oia, Du.ante todo al perloclo del conflicto ..~, V una vez finalizado
4ste. organiamo. y expanos de dereoho. humanol de loda. les landanciill y orfllllnes. han coinelidido en
deetacar este heoho.

La Comisión ha ..nelado a_ iI''''c:lO año t.u al\o an su. informas a la Aaamblea General, y ahQ... el clll1lblo
qua le aoú dando an El S~lvador impone la nacaoidad ele plant.arlo """"v.mente, de un modo co'lStruclivo.
OOn la oonfiGOZI an que 1.. nuevu leyes do fOf\8lecimiento 11 pod... Judictal, y la creación de inltrtuclcl'lls
como la ProCUtadutf. cle ~cho. Humanoe. entre otras. contribvír'n a la eteetlva COl'lIrtrueci6n de un liatetlll
de admlnlomclon de Justlcia Qua cumpla con 101 requisitos mlnÍrrlO$ para Ollerar adllClJldamante en la
represión de las COndu$I ~Icitlls y la IUlltragjón de la impunidad. Si la ciudadanla no c;onffa en la
ildministr0ci6n de justicia y si su ltnlllrcl¡lidad e independencia no astAn efoetivamente garantizada•• loa
esfuenos de investigación de' _nte ser4n inútíI••, V.e repeti"'" los heehol atroc;.a del pasado.

CIDH. Informe Anuill 1992. OEAlSer,L/V/If,B3 Doc. 14. 12 de marzo da 1993. Capitulo IV. "Situlción d. los
darec;hos humanos en varios Estados: El SilIVldor". p6rr&. 10 vII. En el mismo untido. la Comlsló" tn'efllmericana hab'i1
racomendado al Estado en 19B4 "que en forma urgente proceda a hacar los a,fu.noo necelll'Íoc par. log.a. une raforma
afectiva del sistema judicial qua g....ntic. la sanclÓ" a qui""aa ..80 re,pon.lbl"o de violacione. e lo. ""rechos hum..noa-,
ClDH, Informe Anual 1883.1984. O~AlS.r.L/V1II.83 000. 14. 1:Z da mano da 1993, CapItulo IV. "Silua",On de los derechoa
humano, en vilrioa E01otdos: El S.lvador". OEAJSer.L/VI1J.B3 Doc. 10, 28 d....pli..mbre de 1984. p~. , 15.

107 El Procurador Adjunto dt! Derechos HlJmiIno. de El S.lvador d.clar. que "usualmente 'a. v!etím.. V .us
tamUja..s encontraron en JoI orllar>ísmos d. d...oho. humanos ne gubemamentales. la ünica inSlI.ocle en dond.. se IlIS
asouch6 y brindó nis'enei.. 'ega'-. Agrega.1 Cr. Morel•• Crul:

No obstante•••pacialmente durante los prime.os añol del conflicto armado, In demsndas da "uxilio
ebturnaron • 18.1 org8nl%aeiol\~" aue, obviamente. contaban con ,..OURoe materiales y humanos muy
limitados. sin contar .1 n••vo mismo qué QQrrian sus miembro"

Las denuncias por casos de ese.inatos. tortura•• cepturas ilooal•• y desapariciones .a oontaban por
eenreneres, cada m... lo cUII puod. I.r constatado en lo. registros anuales de organismos como ..1
Socorro Jorfdico Cristiano dal Arzobispado (posteriormente Socorro Juridlco Cristiano "Monsellor Osce.
A,nullo Romero"'. la Orieln. de Tutela Lagal del A..obispado. la CornlllOn de De.echos Humenos de El
S.lvodor no gubernam""lel V l•• diverso, org"nI~aclooescOn&titu.d"a por los familiares d" 1.. vfetimas v
d....p.recidos de El Salvador,

l.4.. organizacionlls de derechos htJmeno. no dejaron de ...l.r eJl',ent..s de pers.cucl6n y hostigamiento., ro
que incluyó am.n.~1lI a sus mi..mbros. detenclonsa e. Inclu.o, atentado. explOSIVOS y ejllloución de
.'gunos aetivi..tea· La violencle an contra de las organizaciones no gubernamentalea de derechol humanos
salvadora"o. fue objeto d. preocupaCión expraaa por parte de la Comisión Interamatlcana de Derechol
Humanos en diversos Infol'm" anuales en los cu..l.s abordó la litu.ciÓn del PIlls.

CacJ.,oci6n juroda de David Ern••IO Morsl•• Cruz, p6g. 9.
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, 20. Teniendo en cuanta lo anterior, la denuncia se planteó en la primera
oportunidad en que razonablemente pedían hacerlo los familiares de las niñas
desaparecidas, y las autoridades jurisdiccionales salvadoreñas le dieron trámite, al menos
formalmente. Asimismo, los hechos ocurrieron en momentos en que los recursos judiciales
internos resultaban inoperantes, en particular el de exhibici6n personal o hábeaa eorpus.?"
Entre otras causas, ello se debra a la falta absoluta de independencia del Poder Judicial
salvedoreño durante el confl1cto armado interno, hecho ampliamente constatado por
organismos internacionales V nacionales de derechos humanos.

121. Como el Estado salvadoreño no puede desvirtuar esta circunstancia, en su
respuesta a la demanda se limita a mencionar algunas medidas tomadas "para fortalecer
105 derechos humanos en El Salvador" que fueron relatadas por el señor José Antonio
Pastor Ridruejo a la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas. 101 El Estado
pretende que la Corte considere que esto constituye "prueba" por lo que "no cabe aducir la
falta de acceso en caso de violaciones de derechos humanos" 110 (sicl Sin embargo, su
amplio y respetado informe, la Comisión de la Verdad de las Naciones Unidas para El
Salvador concluyó:

Ninguna de IlIs tres ramas del poder público -judicial, legill.tivI o ejecutive-fue cepaz de
control;ar el desbordante dominio milita. en la sociedad. Se dlbllltO el slsterna judiCial en la
medide 111'1 que 'a Intimidación 111 lIP"sO y se sentaren 1118 bases pera su corrupciOn; como estl
poder nunca hllbrll gozlIdo de une verdaderll independench, institucional de lae rarnas
legisllltív. V ejecutiva. su ¡nefjcacíe no hizo sino incrementarse hesta convertirse, por su
inllcclón o actitud de IlImlntllble supeditllciOn, en fllctor co.dyuvante d. la tragedie que ha
sufrido ese pars. LAs distIntas alianzas. e menudo oportunlstaa, que fori.ron los lIderes
pollticos lIegisllldores al igua' que miembros del poder ejecutivo' con ., estamento militar y 101
miambroa del poder judicial, tuvieron el efecto de debilite, aún m~1 el control eobre Il!llI fuerzas
milit"'''I. policieles y de segurldlld, todas ellas parte del estarnento militar.'"

122. Posteriormente. la señora Cruz Franco interpuso un recurso de exhibición de
persones a favor de sus dos hijas menores. Hasta la fecha del presente informe no se ha
dado con el paradero de Ernestine y Erlinda Serrano Cruz, como tampoco se ha Identificado
ni sancionado a los responsables. Al desestimar el recurso de exhibición personal
mencionado, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de El Salvador
sostuve que no era el recurso idóneo para investigar el paradero de las hermanas Serrano
Cruz, en contra de la jurisprudencia establecida por la Corte Interamericana al respecto.

123. Sobre el particular. el Estado alega que la idoneidad de dicho recurso "no
existe cuando el mismo ha sido presentado con 13 años de ocurridos los hechos·.I 12 Se
ha demostrado de manera clara en este caso el temor fundadO que afectaba a las personas
que habran sufrido violaciones de derechos humanos, por lo que tal afirmación debe

•

,.. la Comisión Intlramericana, al refsrirse 11 la sitUlción por la que I"avusaba El SlIlvlldor en la tpoca d.1 conflicto
arm'dO interno, e.tableció que "el recurso de Impera o hábeas oorpus han perdido efeotividad p.... ",1 estado de emergencia
suspenll. indefinidamen.e tale. recuraos". CIOH, Informe Anual 1983-1984, Ceprtulo IV, pirro '0.

'CllI Comunicación d",' Estado de 31 de octubre de 2003. pio. 73.

ne Comunioeción del E.tedo de 31 da octubre da 2003. p6g. 74.

111 Nacion.. Unl"••, Informe ". Ja ComlllOn "s le Verdad para El S.lvador. lupr., páll. 185.

m ComUtlioación del Eua"o salvadoreño de JI de eerebre de 2003. pég. 74.

#~9 ':O · · :J~ (:
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valorarse como parte del esfuerzo por trasladar 8 la familia de las niñas toda la
responsebilidad por lo que \88 sucedió.

, 24. A peser de que corresponde al Estado salvadoreño en este caso la carga de
determinar lo sucedido a las hermanas Serrano Cruz a partir de junio de 1982. no lo ha
hecho hasta la fecha. La información del expediente coincide en que Ernestina y Erlinda
Serrano Cruz fueron tornadas en custodia por i1tegrantes del Ejército de El Salvador que
participaron en un operativo militar en dicho mes y año en el Cant6n Santa Anita,
Municipio de San Antonio de la Cruz, Chalatenango. Coinciden además en que la toma en
custodia de las menores sucedl6 en junio de 1982, e identifican de manera precisa un
importante operativo militar de contrainsurgencia que se h8brl1l desarrollado en dIcha región
en tal época. El Estado salvadoreño reconoce expresamente ante la Corte la realización del
operativo militar en el lugar y fecha señalados. 1l3

125. En un caso anterior de desaparici6n forzada, la Corte dijo:

la Corte consideta que no corresponde a la Comisión demostrar el paradero de las tres
personas a que •• refiere este proceso. sino que. por \a circu"stllnci. de que en su momento
los ~nllles y luego las investigaciones estuvieron bajo al control exclusivo del Gobierno. la
carga de le prueba recee sobre el Estado demandado. Estas prueblls estuvieton 8 disposición
del Gobiemo o deberien haberlo estado si éste hubiere procedido con 11I necesaria diligenoia.
La Corte en casos anteriores ha dicho, lal diferencia del Derecho penal intemo. en 10lll

procesos sobre vlelecíen•• de dllreohos humanOs la defensa del Estado no puede descansar
sobre la impo8ibilidad del demam1antv de allegar pruebas Que. en muchos casos. no pueden
"btenarse sin la cooperaciOn elel Estado.

Ee .1 Eatado quilll1 tiene ,,1 control d. IU$ medios para act..ar hechos oourridos dentro de su
territorio. la ComlslOn. aunque tiene fecultades para realizar investigaciones. en la préctica
depende. para poder efectuarlas dentro de la jurisdioción del Estlldo. de la oooperac:i6n y de
los medios que le proporoione 111 Gobierno (Ceso Ve/hquez Rod'{gu,~, pérrs. 135-136 V CS.so
God{"e~ Cruz, pérrs. 141·142).'"

126. A pesar de que elltaba obligado a ello, el Estado salvadoreño no aportó
pruebas pera desvirtuar lo denunciado, ni demostró mínimamente que hubiera desarrollado
una investigación con la posibilidad de determinar lo acontecido, En tal sentido. el Poder
JudicIal de El Salvador cerró a la familía Serrano Cruz las posibilidades de conocer el
paradero de Ernestina y Erllnda. Si a ello se agreg8 el hecho de que la Investigaci6n
criminal contra los integrantes del Batallón Atlscarl nunca ha avanzado y, de aeuerde a lo
afirmado por el propio Estado salvadoreño, probablemente se vuelva 8 archivar, resulta
claro el cuadro de denegación de justicia en este caso.

127. Al respecto, la Corte ha establecido que la obligación de investigar "debe
emprenderse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a Ser
Infructuosa" y agreg6 que "debe tener un sentido y ser asumida por el Estado como un
deber jurrdico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa
de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de
elementos probatorios, sin que la autoridad busque efectivamente la verdad". ".

"3 Comunic:,oiOn dll Eat;odo salvadorello d. 31 de octubre de 2003. p'g. 9.

,,< Cortl 10H. Caco Neirs Aleana. SentenC:ia de 19 di enero de 1995. Sene C. No . 20. p'rr. 86.

'" IdMl. p6gs. 23 y 24.
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128. En el presente caso, la Corte hallará que el conjunto de actuaciones judiciales
no reúne 105 parámetros de diligencia V eficacia requeridos por el derecho internacional
para la investigación de violaciones de derechos humanos, especialmente cuando se trata
de la desaparición fOrlada de dos niñas en medio de un conflicto armado interno.

129. Lo cierto es Que el Estado salvadoreño no cumplió con su deber de demostrar
lo acontecido a las hermanas Serrano Cruz desde junio de 198Z, a pesar de que tenra la
carga de hacerlo. En su respuesta a la demande, el Estado omite toda referencia a
cuestiones de especial gravedad, tales como el patrén de desaparición forzada de niños en
El Salvador durante el conflicto armado interno. particularmente en la época precisa de los
hechos denunciados. El Estado renuncia igualmente a presentar alegatos acerca de las
cuestiones concretas que han sido presentadas por la CIDH, y suetentadas con evidencia
testimonial, presunciones e indicios, que determinan la responsabilidad estatal por los
hechos.

130. Por el contrario, el Estado Se limite a repetir ante la Corte su relatO de una
investigación caracterizada por la repetición mecánica de sctuaclenes, sin el impulso que
demuestre la voluntad de investigar, esclarecer los hechos y sancionar a los responsables.
Todo ello a pesar de que los elementos fundamentales para la averiguación esteban
plenamente bajo su control, en panicular una indagatoria seriól y profunda de los
integrantes de las Fuerzas Armadas que pudieron haber participado en la operación.

131 . Con posteñoridad a /a presentación de la demanda, las actuaciones
realizadas respecto a este caso por las autoridades salvadoreñas de procuración de justicia
esruvteron orientadas a sembrar dudas sobre la propia existencia de las hermanas Serrano
Cruz; a incriminar 21 121 familia por su supuesta colaboración con la guerrilla del FMLN; e
incluso a modificar el testimonio que había brindado la señora Maria Esperanza Franco de
Orellana ante 18 jurisdiCCión Interna. Durante la deposición de la señora Franco de Orellana
ante la Corte pudo confirmarse claramente que la misma habte recibido del propio fiscal
Miguel Uvence ofertas de apoyo en distintas gestiones personales. así como sus
afirmaciones anteriores referentes 8\ temor que había sentido de los fiscales "que andaban
armados" V que "la trasladaron por carreteras deslenas y amplios callejones. _115

132. Asimismo, se ha documentado ante la Corte una declaración sumamente
categórica y reveladora de la jueza Morena Concepción Lainez. Que intervino en las
actuaciones en agosto de 2004:

Que ella no t."ra ".da qua ver en el caao y que ya no habían intvrllsados en al mismo porque
la madre d. las nl/'\as habra muerto, que el eeso ya era da competencie de la Corta
Intaramericana, que era la QUa estaba Juzgando al fstado. que ella e'taba agilizando el caso
de cara a la petició" fiscal de realizar diligllnoias encaminadas 11 defander al Estado ante la
Corte Intera"'ericana, y luego lo cerrilría. pues ya no habla nada que hacer."7

•

"' ,,,forme de la Senora Procuradora par. la Oef.nsa de las O...cno. Humanos sob.. las duaP'lriciona. forzadas
de ,.. "iilas Ema"',,, V Erlil'lCla Serrano Cruz, su impunid.d actual y .1 patrón cM violencia e qua ocurrieron tales
da..parlclones. PPOH. El Salvador, Sección /11.1.1 •Actuaciones de. E.tado tendiente. • desvirtuar la exl..encia de laa
hermanas Serrano Cruzl.

". Idem•
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, 33. La evidonte renuncia al dcber de investig!u se reafirma igualmente en este
caso por el Estado salvadoreño, que considera que sus órganos judiciales se hallan por
encima de los cornpromisce internacionales en materia de derechos humanos asumidos
libremente por el mismo EstadO:

Es procedente aclarar que loS parámetros de diligencia y eficacia qUe supuestamente requiere
el derecho internacional, solo los puede requ.rir para las actuaciones d. organismos
internacional••• dI! lo contrario afectarla la soberanls do los Estados, .n cuanto. que tod••
1.. Cortes prooeden con independencia judioial. qua 51 58 viesen obligadas a r.,ponder a
parimelros establecidos internacionalmente. violaría la ese derecho y Garantía Judicial.
(sic)"e

134. la Corte sabrá valorar esta afirmaci6n en el contexto de este caso.
caracterizado por la falta de respeto al derecho a la tutela judiciol efectiva. y la violación de
las garantfas del dabido proceso que imponen los artículos 8 y 25 de la Convención
Americana. en perjuicio de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz y de su familia.

- G. Violación del derecho a la familia de Ernestina y Ertlnda Serrano Cruz

,.....
•

-

,.....
•

rr:
•
•

~,
,

135. El articulo , 7 de la Convención Americana dispone que "la familia es el
elemento natural y fundamental de la sociedad y debe S8r protegida por la sociedad y el
Estedo". Esta disposición está incluida entre los derechos que no pueden ser objeto de
suspensión en situaciones de emergencia. Asimismo. numerosas disposiciones de derecho
internacional protegen la familia Goma elemento natural y fundamental de la sociedad, y
consagran el derecho a la vida familiar. m

136. La Corte tnteramericana ha precisado que "el Estado se halla obligado no
s610 a disponer y ejecutar directamente medidas de protección de los niños, sino también a
favorecer, de la manera más amplia. el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. En este
sentido, "[e)1 reconocimiento de la familia como elemento natural y fundamental de la
sociedad". con derecho a "Ia protección de la sociedad y el Estado", constituye un
principio fundamental del Derecho Internacional de 106 Derechos Humanos, consagrado por
los artículos 16.3 de la Declaración Univen¡al, VI de la Declaración Americana, 23.1 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y polrticos y 17.1 de la Convención Americana."·ao
En el mismo sentido. cabe mencionar la obligación internacional de amparar la vida privada
V familiar de todo individuo de injerencias Ilegales. arbitrarias o ebusivas.!"

tlI Comuniclción del ¡;'¡lldo de 31 de octubre de 2003. 0'0. n .
". D.claraoll)n UnlverUI de Derechol HurmllnOS. attículoe 12 V '6 (3); Pa~o Internacional de Deracho. Civil.. V

Polltleol. lr1fculos 17 V 23; PIolo Inlernaclonal de Derechos Económicos, Sociale. y Culturalel. Irtlculo 10; Convencl6"
lobre los Oereohos del Nillo articulos 9 V 10; Declaración Americlnl d. 101 D.rechos V O.b.",. del Hombre, Articulo. V y
VI; Protocolo Al;licional a la Convención AMericanl sobre Derechos Hum.nos en ",ale,11 d. da..choa econ6",ioo" soelar.a y
culturales, "Protocolo de San S.rvador-. artículo 16; Convención IntGrameriI;8,... par. J)"8v8nir, sanctonlr y erradicar la
violencia contra le mujer, 'Convención Belem do Par'·. Irtlculo 4; Convenio Europao p.r. II Protlcci6n de 101 D••chol
Humanos y Libertad.. Fund.menule•••rtreulo B; Cart.. A'ricanl d. lo. Derechos Humanos y de los Pueblos. artioulO 111; V
Clrt.. Al';".n••ob.. loa Derecho&- y Bienestar der N'iI". Irtleulo 18.

IOQ Opini6n Consultive OC.1712OO2. CondIcl6n Jurfdica y Dench03 Hum."tU del Ni"". da 28 de agoslo de 2002.
p6trafo 66.

••, V"r: DeclaraciÓn Unlvetsal de Oerech<>. Humanos le"ú::",lo 12. 1l; Paoto Inlomacionll de Dereeh05 Civiln y
Pollticoa (aroc:lllo 171; Convención intamacional sa~ la protec0i6n de lo, de..ehoa de tOdol los trabajadoras ml9..lol1os V
de aus 'amiU..... I.rtlculo 141; O.claración Amaric.nl da O.",cho. V Deberes dol Hombre [artIculo VI; Convel\OiOn Americana

115 9':: 0-043
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137. La familia Serrano Cruz ha sufrido la disgregación de la familia como

consecuencia de la incursión militar perpetradll contra la población civil en junio de 1982.
Los hechos y consecuencias subsisten hasta la fecha, en le medida en que las hermanas
Serrano Cruz siguen desaparecidas. El término Mfamilia" empleado en este caso se refiere
a los ascendientes. descendientes y cónyuges. Por tanto, la familia Serrano Cruz incluye 11

la8 hermaml5 y padres de las vrctimas directas de la desaparición forzada. Sin embargo, la
Corte puede ampliar este concepto conforme a las costumbre. 11 incluir a la comunidad.'22

136, En su respuesta a la demanda el Estado intenta desvirtuar que "inicialmente
la familia de las menores Serrano Cruz estaba integrada por su madre y hermanos,
existiendo la presunción de que la supuesta presunción del causó perjuíclo". 123 En tal
sentido, cita la declaración de Suyapa Serrano Cruz sobre el impacto que tuvo 1<1
desapllñción de las niñas sobre su madre Maria Victoria Cruz Franco y luego busca que no
se considere como afectados a seis de los hermanos de Ernestína y Erlinda. Este tema
será abordado en la sección sobre reparaciones.

139. El presente caso se caractenza por una doble violación del derecho 8 la
familia. Por un lado, los ataques indiscriminados de las Fuerzas Armadas contra la
población civil en El Salvador provocaron la desintegración de lo familia Serrano, situación
continuada que se renueva y subsiste hasta la fecha; y por el otro, porque la desaparición
forzada de las niñas resultaron en la privación del derecho de Ernestina V Erlinda Serrano
Cruz a gozar de una vida familiar. 11"

140. El artículo 38(41 de In Convención sobre Derechos del Niño establece que "de
conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional humanitario de
proteger a la población civil durante los Conflictos armados, los Estados Partes adoptarán
todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afectados
por un conflicto armado". 115 Si bien esta última disposición no estaba en vigencia en el
momento en Que se inicia la situaci6n viotatorla, no cabe duda de que resulta aplicable a
sus eteetes que persisten hasta la fecha, por tratarse de una violaCión continuada. 120

-
.obre Oarllohos Humanos lattlculo 11.:2': C..nw..io &Ilropoo p.r. la Protección de 1... D..eohos Humanoa y de l. Ubart.c:Ie.
Funda.,...,tal<ts (anrelAo SI: y Carta Africa"a aobre 101 Derecho. V 6ienastar <1,,1 NIIIO lal"llculol01.

'u VOl. al respeC'to. Cotta IOH, Caso Aloabo.toe y OUO., s.nwno;;. d. repafaolon". de 1O da ••¡>ti"",bre de 1993,
Serie C No. 15. p'rr. 62: ., NKiones Unidas, CDmité de Derechos Hllm.nol. Ca... Hopu y oUOS v, rrencia. Comuni~ón
S49/1993 de 29 de Julio d. '997. pt,r. 10.3. En esta ca.....1 Comi16 de Denochos Humanos e.timO lIue "la. trIIdlc;lones
cuitur.les de le COlI'Iuni<!..:t que ,ufrló l. p'rdid. de su '.r querido d.be" ,ar lerTl4ldU en cuc"u .. definir a l t'rmlno 'ramí/jl'
El" una sltuleión ."peerfie." (traduceiO....o ofielall.

12. Comunicaci6n ct.1 Eatedo de 31 da oc;tubre de 2003, pAg . 67.

' •• Ver. en ..,. 8Ilntic1o, el titulo X 'obre le privaci6n jlleitl da les derechos del niM a preSMVar IU identidad. Su

nombre y sus rellctOnes flmilieras, , ....1 "Memorial en derecho amicus euriae pres.nUdQ por la Comls16n Internaelonal de
JIl,istas" .

'" N~"iones Un;d.... Corwención leb", lo. Oartches <le' NIño. ratili<:lOd' IXIr El Salvador si 27 ele abril da t 990.

," Vbr al respecto el IlmJcU$ euri~. pra.antade por la Fundaci6n p.r. el debido Proc.... l.egal V la PrQf.sora Naomi
AOht.Arriez8 en el pro••n•• ceso, -La de"parición forzoada de personas corno violación cont!nueda o delito permanente-,
p4fts . 25 a 43

1I 5 92 C- 044
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141. Al intentar rebatir este aspecto, el Estado salvadoreño incurre nuevamente en
un leguaje CQnfU50 y sumamente contradictorio:

No liS cierto que de habet ocurrido una lncurslOn militar en el Departamento de ChalBtllrtengo
en Junio de 1982, esta fuese en contra de la poblaci6n civil, sino que las incursiones del
Ejército tenrlln por objeto desalojar el territorio controlado. no institucionalmente por 1..
gUlU'rilla. así como que e' objeto de dichos ataques eren dirigidos a \11 guerrilla y no contra la
poblaci6" oivil. No obstante, .n muohos C'&II& &C pudieron dar bajas civiles, pero estas
respllndieron preferentemente a "maSllS· Que se hallaban cerca de los guerrilleros en el
momento de los combate•. 127(sicl

'42. En primer lugar, el Estado contradice su propia admisi6n expresa acerca de la
realizaci6n de la llamada Mguinda de mayo. "'28 Contradice igualmente las dectaractonee de
los testigos que presentó ante la Corte Que describen la manera en que se efectuaron los
ataques militares en ChaJatenango, particularmente el asesinato de Dionisio Serrano
Morales por artillerfa disparada por un helicóptero mientras escapaba con un bebé en
brazos. Por otra parte, la amplia información sobre el carácter de las acciones milítares
durante el conflicto --particularmente a principios de los 80-- no es desvirtuada por las
afirmaciones del Estado como la Que antecede, que carecen de respaldo probatorio
alguno,m Al contrario, el lenguaje imiba citado constituye un esfuerzo por justificar las
"bajas civiles" de personas por hallarse "cerca de los guerrilleros" durante el oombate, en
violaci6n del derecho internacional humanitario. Por último, el concepto de "territorio
controlado no institucionalmente por la guerrilla" resulta francamente incomprensible.

, 43, La respuesta del Estado contiene además la pretensión de que la Corte
presuma que las hermanas Serrano Cruz fueron entregadas a la Cruz Roja Salvadorel'la o al
CICR. Acto seguido sostiene que la familia Serrano es culpable por no haber cumplido con
"la obligación de proporcionar la protección de las niñas contra el abuso de la guerra y la
explotación del FMLN al permitir la existencia de menores dentro de su campamento, no es
una actlvldad por tanto generada por el Estado, el cual sólo cumpli6 con la obligaci6n de
rescatar lo que para unos era un territorio controlado",'30 La toma en custodia de las
hermanas el 2 de junio de 1982 por integrantes del Batallón Atl/Jc/Jtl es evidentemente una
"actividad generada por el Estado". A pesar del lenguaje confuso de la frase citada, surge
claramente la intenci6n de eludir por completo el deber de investigar lo sucedido y
responsabilizar a la familia.

117 Comunicación del Estado ulv~dorello de 31 de octubre d. ¡OQ3. 1'69. 68.

,¡a taem, pit¡! o lil .

'" El Protocolo da 1977 cilado por el RePfll",ntame de N~ciones Unida; par. El Salvldor establace que 501"

ataque. Inenacrlmlnados "loa Que no sltln dirigidos COntr~ un objetivo militar coneJllto; los que emplean m6toMs o medios d.
comb~e que no pueden dirigirse COntra un objetivo militar; los que emplean m"odol o medios de combate euvoe efecto. no
sea posible limitar eonforme a lo .~igidO por al preleme Protooolo; y qUI, In qonoecuencil. en cUllquler. de talee CUal.
pUllden arcanZ8f indi,tint8nMnte a objetivos militares y a p81"fjonaa civiles o • bi...... de ca"cter oivif·. Est.blec. adem6. qUIJ

.e COnsiderar'n inclilcriminado. "'DI Illq.... por bomblrdeo, cUII••quiar. que xan 101 m61odoa o medi... utilizado•• qUB
trorte" como obitltivo millt.' único varios ohjetivos milita.... preciaoa y Olilr¡¡mDllte aep.llIdo. lit\Mdoa .n una ciudad. un
pveblo, una aldea u otra rona en QU. h ..... concentraci6n ""'laga d. peroonu civil.. O biones de ....r.eter cIVil" y "101
Ilaques. cuando sea da pr,.."" Que caueartn incidlnl.lm.nte muertol ... heridos antre le población Qivll, o dl/loa " bienal d.
car6cter civil. Q ambls O"...... que ."ñon cXCIIII\"oa en relación oon la ""ntajo mil~ar concreta ... CSorectll previ_ta." Protocolo
Adlcion~1 a los Conveniol de Ginebra de 1949 ~Iativo .. 1.. proleccfón de las vfctim'l de los conflictos at'mildos
¡nta rnoclonl l••• _rt[eulo 51 .

'00 Comunicaci6n del ESlOdo aelvldore"o d. 3' de octubre de 2003. P'II_ 70.
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144. El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas estableció en un caso
indlvidu81 que una menor habí8 sido secuestrada, que su partida de nacimiento fue
falsificada y luego adoptada. En su diotamen sobre el caso, el Comité halló varias
violaciones como las del anfculo 23(11 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, que ampara la familia como elemento naturel y fundamental de la sociedad,
puesto que en la medida en que se verifIco una injerencia ilegal en la vida privada y
familiar de la menor y su abuela. l~l

145. Por su parte. la Corte Europeo ha estimado que el derecho a la vida familiar
incluye tanto acciones positivas como negativas por parte del Estado. y que cualquier
interfarancia debe ser justificada y debe establecerse un balance entre el interés general de
una comunidad y el de las personas interesadas. 132 Dicho tribunal declaró la violación del
derecho a la vida familiar y a la propiedad en un caso en que 10:5 fuerzas de seguridad de un
Estado atacaron una comunidad, incendiaron casas y ordenaron la evacuación forzada de
los habitantes. l~3

146. Cabe destacar que la obligación del Estado de respetar y garantizar el goce
de 10$ derechos y libertades consagradas en la Convención Americana se vuelve más
imperante en presencia de circunstancias extraordinarias dentro del Estado, que ponen en
mayor riesgo a su población.

'47. En la fecha que ocurrieron los hechos de este caso, se hallaba plenamente
vigente en El Salvador el Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 1 2 da agosto
de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter
internacional (Protocolo 11). Este Instrumento internacional establece entre sus garantías
fundamentales que M se proporcionarán a los nifios los cuidados y ayuda que necesiten M y
que "se tomarán las medidas oportunas para facilitar la reunión de las familias
temporalmente separadas", Establece también que para 'as partes en conflicto el deber no
s610 de permitir la búsqueda por parte de los familiares, sino incluso de facilitarla COIl

"medidas oportunas" como la identificación y registro de los niños; 134 y que el traslado
temporal o evacuación de los niños debe entenderse en todos los casos como una medida
excepcional y de carácter transitorio. 135

148. El Estado salvadoreño no tom6 medida /llguna para cumplir con las
obligaciones establecidas para la protección de las niñas Serrano Cruz, con lo que se inició
la situación violatoria que subsiste hasta la fecha. En definitiva, la separación forzosa de
las niñas Serrano Cruz de su família y la falta de diligencia en la investigaci6n V

", Naciones Uni018, Comit6 d. Olll'echos Humanos. Comuníe"oión N" 400/1990, C.so Da....;ni. 1\0... MÓnaco de
Galliochio V Ximana Vio.rio c. Argentin... CCPRJC/5:3/0J400JI990. 3 d. abril da 1996, pá... 10141.

1U Ver••ntre otros. Corte EOH. X e V contra los Pai••• Bojos, Sentencio d. 26 d. mano de 1985. pirro 23; l6pe.
Ostra Y. Eapaña. Sentencia de 9 de diciembre de 1994. p6rr. 51. in fine; McGinieye Egan v. neino Unido. Senter¡c:ia de 9 de
junio de 1998, p6rr. 98; Guerra y Otros v, Inlia. Sentoncia de 19 de febraro d. 199B, p6rr. 58.

••• Cone eDH, Caso Al<divar y otros v, Turqui., Sentencia de 16 de septiembre <1. 1996. p'rr. 88.

lO' CICn. Commt:nlary gn ,he Addllional ProrocoJ. o( B JlIne '977 to rhe Geneva ConVfHltioms of 12 AIIgU5' 1949,
M.rtinuI Nijhoff Publi.ha,a. GenevB 19B7. pirro4663. p6g. 1379; y pirro4560. p6g. 1381.

III P,olocolo adicional a lo. Convenios de G¡Mb<a del 12 da agosto de 1949 nol.tivo B •• protección d. la. vl'e:tImas
dtIlos conllictos armado. sin ca,6et.r irllernacional (Protocolo 111. ratificado por B S.lva<101 .1 23 d. novIembre de 1978.

#~920 -CH
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determinación de su paradero, configuran violaciones de los derechos protegidos por el
artfculo 17 de la Convención Americana.

H. Violación del derecho al nombre de Emestina V Erlinda Serrano Cruz.....
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149. El articulo 18 de la Convención Americana garcmtiza a toda persona el
Mderecho a un nombre propio de sus padres o al de uno de ellos" V dispone que ~18 ley
reglamentará le forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos,
si fuere necesario." Se trata de otro derecho inderogtlble conforme a lo previsto en el
artículo 27 de la Convención Americana.

, 50. Ernestina y Erllnda Serrano Cruz fueron víctimas de desaparici6n forzada
después de haber sido separada. de su familia por la incursión del Ejército salvadoreno en
su comunidad. Ademés de desconocerse el paradero de las niñas, hasta la fecha no ••
sabe si mantienen los apellidos de sus padres, aún cuando éstos fueron legalmente
establecidos con anterioridad 8 su desaparición.

151 . En el amicus curiae preparado para el presente caso. la Comisión
Internacional de Juristas ha dicho:

El derecho a la identidad, ." particular tratándo4Q de niñoa y de de"aparioión forzada, es un
fenóm."o jurrdico oomplejo. Ciertamente, en el marco (ntemacloo.1 el concepto jurídico de
"derecho a la identif;lad" ha tomado gran relevanci. con la adopci6n de l. Convenci6n sob~

10$ Derechos del NiI1o. toda vez que "U artIculo B ampar6 expresamal'lte este derecho. No
obstante, la existencia del derecho a la identidad ha sido reoonocida por la jurisprudenCia y 'a
doctrina. ya lea corno un derecho aut6nomo, como expresíen de otrol (lerechos o como un
elemento constitutivo de estcs. En todo caso, existe un consenso en conside,.r que el
dereCho a la identided constituye un elemento inherente al ser humano tanto en sus
relaciones con el Estado oomo con la locledad.

El derecho a la ide"tidad esta estrechamente vinculado Con otros derechos humanes. En
primer lugar, el derecho a la identidad estA Inrimamente lIIocillClo a' derecho a' reconocimiento
de la personalidad jurldioa del individuo. Asimismo, el dere<:ho a la Identidad esta asociado a
loa derechos .. tener un nombre, una nlll:ionalldacl V 8 tener \lne 1amilla y a mantener
relaciones familiares, Si tradioionalmente ,stos derechos han sido regulados aut6nomam.nte
en ros distintos ¡nstrumentos intllrnacionales, la ConVltffo/6n :sobro lo:; OerrN;h~ del Nltlo los
inoorpor6 como elernentee que integran el derecho a 'a Identidad. Esta regulación no aboll6 e'
carAeter autOnomo de esros derecho' sino Que expresO la evoluci6n del derecho internaoional
en la comprensi6n de la naturale,,, compleja da' derecho a la identided y su ¡nrardependencia
con otros d8r8cho8.

l ...)

~ sUpl'esión o modificilCiOn, total o parcia', illcita del derecho dal ni/lo a pre'eNar 8U

Identidad ylo de los eleme"t08 Que lo integran oomprometen l. responsabilidad del Eltado y
generan varias obligaciones para 6ste. EIIQ resulta tanto más cierto ouendo el hecho generador
de tal supresi~n o modifioación constituye un delito balo el derecho Internacional, como lo SO"
l. dB8Iplllrici6n for..adll y l. apropl1lC16" de menores,

Tr.-t~dose de de,aparioi6n forzada o de apropiación de menare" el Estlldo titltle como
primera obligaci6n la de investigar 111 suerte y paradero del delaparecldo. el Comité de
Oereohos Humenos h. reiteradameme aseverado que "IEH Estldo Parte tiene el deber de
invUlItigar 11 fondo In presuntas violaciones de derechos humanos. en particular las
desapariciones forladas de personas V las violaciones del derecho a la vide, [... lo, los
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E&lados en la COnferencia Mundial da Derechos Humllnos, c."brada en Viena en junio de
1993, reafirmaron esta obligacl6n al suscribir la D8Claraci6n y Programa de Ao;ci6n de Viena:
-la Conferencia reafirma que es una obligación de todoa 10$ Estados. en cualquier
circunstanoia. emprender un. investigación .iempre que haya motivoli 6Ufi<:lentlll para crHr
que se ha producido una desaparición forzada en un territorio sujeto a su jurisdicoi6n v, si
se confirman las d.nuncias. enjuiciar a los .utores del heol1o" .:

Las condiciones de ejecuci6n y cumplimiento de la obligación d. investiger ea* esteblecidas
por el Derecho Internacional d. los Derechos Humanos. tanto en textos convencIonales corno
declarativos. IISI como por 1.. jurisprudencia de los órganos intemlJCionaleS de protección de
los derechos humanos. Esra obligaciOI'l de investigación no PUedll ser ejecutada de cualquier
manera V debe ser cumplida conforme a los estándares establecidos por las normas y l.
jurisprudencia intemacion.IIlS. Las autoridades d.ben investig~' diligente y seri8mente todo
alegación de desaparición fon:;Ida o de apropiación de rnenores " .

152. En el estudio que efectuó sobre la materia, la CIDH concluyó que la
apropiación de hijos menores de personas desaparecidas

[V]íola el derecho d. las vretim811 directas -en estos C8$05 los niños· a su Identidad y a su
nombre (Artloulo 1e de la Convención Amarillana sobra Derechos Humanos, en adelante
"Convención'" V 8 ser reconocidas jurldicamente como person" (Art. :3 Convención, Art. XVII
<le la DeclaraciOn American. de los Oerachos y Deberes del Hombre, en adelante "Declaración"'.
Asimi5mo. vulnera el der.cho de niño. [...] a go~.r de medid....peciel.s de protecc:ión,
lItenci6n y asistencia (Art. 19 Convenci6n y Art. VII, Oeclllfeci6nl. Ademb, utas acciones
constitl,lyen una violaoión e laa norma.. de derecho internac:ional que protegen a las farníllas (Art.
11 Y 17. Convención V Arts. V V VI, Declaración). 137

153. Con base en su estudIo, la Comisión Interamericana concluyó que "los
parientes de los niños desaparecidos o nacidos en cautiverio tienen derecho a insistir en
conocer el paradero de esos níños y a participar en su educación y crianza, de la manera
que mjs convenga al desarrollo y bienestar del niñoN ,138 El estudio de la CIDH contiene
además la siguiente conclusión:

los niñolJ vietimizlldos llar esta política tienan el derecho fundamenta' a 5U identidad corno
personas V • conocer e81 identidad. Tienen asimismo der.~ho a recuperar la mamaria de sus
padres naturales, V • ¡;aber que .Uos no los .bandonarOfl. Tienen d.rectlo a tener contacto
con la familia natural a etactes de nutrir y dar continuidad a M8 mlmoria efllctiva. 139

154. El Estado sostiene que el estudio referido "no puede aplicarse ar caso
especfficc", ya que en El Salvador las desaparlclones se debieron al "abandono u orfandad
como consecuencia de la huida por parte de sus padres o de la muerte de ellos en las
zonas de combate"140 En el intento por marcar la diferencia con la situación de Argentina,
manifiesta que "nunca se dio una pr6ctica estatal de desaparición forzada de personas por
parte del Estado salvadoreño N .'" Como se ha dicho antes, esta afirmación se contradice

'.. Comisión Internacional d.. Juristas, amlcus curiae Citado, perre. 5 V 6; V 62-64.

,.. CIOH, lnfo.me Anual 1987·1986, SUPri" CapitulO V, r.

," Idam. numeral 5 ·ConclusioMs V ..."omenclaoiones".

n. Idrtm.

lO. Comunic..oión del !It..ee nlvedorelio de J 1 di Dctubre ae 2ooJ. peg. 64.

'" IdlJm. p4g. 56-
•
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por incontables informes en los que se establece esta práctica cometida por agentes de
dicho Estado durante el conflicto armado interno salvadoreño.

155. Subsiste plenamente en el presente caso el deber del Estado de esclarecer
los hechos y establecer el paradero de las dos desaparecidas. De seguir con vida.
Ernestina y Erlinda Serrano Cruz tienen derecho a conocer su origen, lo que se
complementa con el derecho de los familiares de conocer su paradero, La experiencia de
la CIDH en situaciones similares constatadas en otros países del hemisferio es que a los
niños Se les cambia el nombre a/ ser entregados a personas distintas de su familia
biológica. '42

156, El expediente de este caso contiene elementos de prueba de que dicha
práctica también se registró en El Salvador durante el conflicto armado. La ASOCiación Pro
Búsqueda ha realizado una extensa Investigación SObre la materia, de acuerdo a la cual
durante la década de los ochenta dicho país se convirtió en el principal "exportador" de
niños para la adopción de todo el hemisferio occidental. En la investigación se explica el
rol que jugaron fos abogados y notarios intervinientes, que llegaron en algunos Casos al
extremo de contratar pereones que les consiguieran niños de entre los barrios marginales y
entre las familias desplazadas por el conflicto armado. La publicación Que recoge el
resultado de dicha investigación expresa:

OUrllllte los años del conflicto. no menos de 60 orfanetoa funolonaron en el pllla.. ,en esa
época. la mayor parte de loa "i/'ios qu. llegaron s loe hOllares proceclian d~ conflicto armado.
A 10B pooos liños de finalinr éste, l. mOlyor parte de 101 orfanatos desapareció de forma
definitiva.

Los niños procedent.li de las zonas conflictivas que ing'esaban • loa 110ga,lI3, CMi nunca iban
Icompllliados dEl documentaclOn sobre su origen.. Loa empleados de Ilgunos d. loa orfanatos
se encarvaron de sacar las partid.., de nacimiento, d6f\doles el apellido ele alguna persona que
los hllbla criado inventando una persona fictÍQia que sirviese parll asentar al menor, altllrando
ad,m's datos releventes. Como el lugar de orige" y la fecha de nacimienTo. Algunos de lo.
ninos de meyor edad censervaron su nombre original. aunque casi siempre les cembieron el
apellido. Los niños mlis pequ,",OB sufrieron une trenaformeci6n total de su nombre.

la {Idopción era muy común t8mbl'n en el interior del pars pero, slIlvo escases excepciones.
Iss familias adoptivas obviaron Jos tr4mitea legales. AlgUllas no los hicieron por
desconocimiento o por falta dll recursos econOmicos para pagar los honorarios v costos
HIgates. Otras tuvieron miedo de que se 'es quitllra el nir'lo 111 intenter leglllizar Su situlICiOn. A
la velo era asombronmente fiell apropia..e de un niño. La familia simplemente asentaba una

'<1 En tal sentido. en su ntucllO sobre el tema la Comisi6n Int..american. d8'"llllin6:

En un número muY ,ignifioatlvo de ce.os, los m..'orcs fueron .".noados de sus padres psr. ser
ent..gldol en adopción ¡treguler a otras f.miliaB. las A,buelas ele Pina de Mayo nen podido document....
en la Argentina :zoa ce.o, de a.te tipo, ilulJque estlmsn que pU1lde haber muchos más que no han llegado
• su conocimiento por diversas circunstancias. AdeméS. l. Comisión Naciona' sobre Oe.apariclón de
Persona. ICONA,CEPI d. le A,v.ntlna raolblO documerrtaci6n eobre otros 43 cnoo similares. no incluidos
en IIIS listas <le los Abuela. <le Plall d. Meyo.

Los casos de adopciÓn irregular po~e,ior e l. d...paricióI'I <leben a su vez ~.sl'icars. en dos cltegorlas:
squello. en que la familil que ,.oibe 111 niño ignora lea circunstancia. que proeedleron s su encuentro con
el meno' V aquello. en que la f.mllia edopl.nle es la lle uno di 101 esptcres de lo. psdN. naturales o de
un int~r.nt. de '.S fuett:lla .rmllldal OPQfídale. que conoce 8' OfJge-n d. '* erialUT8.

CIOH. Informs A,nue' 1987-1988. suP"', eepllulo V. 1.
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partida de nacimiento en la .realdre de su resid cia o donde tenra 109 contactos personales
necesarill$ PIra realiz.r el tramita ain que se lea hieran p,eguntas.' 43

157. la posición del Estado salvado ño ante la Corte sobre la violación del
derecho al nombre de Ernestina y Erlinda Serr no Cruz consiste en negar los hechos sin
respaldo probatorio:

De ser elerro que el Ejercito las encontré, procedo .1 recogerlas V luello entregarlas a la Cruz
Floja salvador~a o al CleR. eon quien fve,on v stas por a)ltima vez. por lo que no fueron
agantes del estado los que segvn lo" suPV.sto" hecho, pudieron proceder a cambiarles el
nombre. en tanto que no terminaron 11& niñas en s pode,.'"

158. El Estado prosigue con la pretenai de establecer C/ue las dos niñas vCetimas
de desaparición forzada en realidad no existiera . Sin embargo, al mismo tiempo sostiene:

No obstante. no se ha probado que el Estado hay violado el referido articulo 18 de la CADH.
en el Sentido de haber despojado de su nombre e n posterioridad i la supuNta desaparición.
;JI dichas menore,. a trav.s de I otorgamiento an dopciÓn a otrill familias. Elto no excluya
que al habar sido vistas Ilts menores por (¡Itlma v",z ~ cuidad da la Cruz Roja••lItD (¡ltima o
algún orfanato se haya visto en la obligaoión de in,ac:ribirl.s con otro nombre. an tanto que la
filiación dD IDS menor.s era ioe)(i.t8O[te];r ese mmento dada la conducta de sus mismos
padres. y 11010 lo fueron haSta el al'lo de mil novetientos noventa V tre,. por lo de ser ast el
Estado cumpli6 con su obligaci6n positiva V no \violó la negativa. va qua la.. ",.no,os no
tonaban con personalidad jurrdíca como Sil ad ce en el escrito de af9um"ntOs de 106

representante. deh,s sup..."tes vll;timas. Debe e recordar la Corte que en el cafO que la
Crul Roj.. o ;JIlga)n orlanato hubiesa procedido de sta manera. se presume que lo hizo pan.
facilitar el cuidado v educaci6n de 'Stas. sie e bajo el Decreto 205 ("Ley Especial
Transitoria para establecer Al Estado Civil da las et$onas Indocu",entadas AfectadllS por el
Conflicto.

159. Se reafirma la misma tendencia d I Estado en su posici6n ante la Corte, que
conslste en especular --sin base en pruebas« s bre ro que habrfa ocurrido en este caso.
Por lo tanto. no queda más que señalar la r nuncia al deber estatal de investigar lo
acontecido a las dos hermanas Serrano Cruz ~'uego de haber estado en poder de los
integrantes del Batallón Atlacstl el 2 de junio de r982.

!

160. En la medida en que la deSaparici6~ forzada de las dos niñas ha llevado a la
supresión de su identidad, la CIDH considera que los hechos del presente caso generan
igualmente la responsabilidad del Estado salvadoreño por la violación del artleulo 18 de la
Convención Americana en perjuicio de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz.

l.

161.

,,
Incumplimiento del deber general d~ respeto y garantía de todos los derechos
en perjuicio d. Emestlna y Erlinda ~.rrano Cruz y d. sus familiares

••

El artículo 1(1) de la Convención A~erican8 establece:

,., Asociaci6n Pro Elúsqueda de Nilla. v Niños Oe'ap ,ecido.. 'El dla m4a e'perpd¡l: bu....n,gg e lOS nllla.
de"p~1 di El Salvador". UCA Edito.... S..n Salvadllr, 2001. pilla. 2.6 a 249. An""o 11. Vlr. on el mitmo sentido.
"Reencuentro•. Dolo...: m.moria .. Identidad", p'llln. electrón;". ,fntp : I(,!"ww. I2!.q,'.?~lJ4IdQ . '?!5I..~,!!LI,!!timonioll.hlm. Clbe
desuca, que el '.sult.do de la in"".tigeci6n y documenticlOn de 101 ClSOS IfectUOldos por Pro-B(isqUlda llevó a la
loo.li~ación d. uno. 170 nilloa en distintos parlJe" la mil'" ce los ale. han optado par volvlr a El Salvado, a cooocar a au
'.mili••

•
... COmvnícaci6n del Estada 81lvada",ño de 3t l1e oetubnr ;de ;lOOJ, pjgl . 62 Y6J•

•

#592 0- 05 ,)
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los Estados partes en esta Convención so comp ometen a respetar los derechos v libertades
reconocid08 en ella V a 9l1ranti~lIr 61.1 libra V DI.no ejercicio a toda p..r.on. que ••t6 sujeta a su
jl,lris<licción. sin discriminación alguna por motI os de raza. oolor. selCO. idioma, religión,
opinionA' polltica. o de cualql,l¡er otre [ndole, o igen nao:ionel o social, posIción económica,
nacimiento o cuelquier otra condiciÓn social.

162. La Corte Interemericana ha dicho:

Es un principia bbico de' derecho de la raspon.a ilidad internacional del Estado. recogido por
el Derecho Intemecional de los Derechos Hum os, que todO Estado 8S intemacionalmente
responsable por todo V cualquier acto u omisión e cualesquiera de sus poderes u órganos .n
violación de los derechos internacionalmente con agrados. El artículo'.' de la Convención
Americana es de impOrtancia fundamental en ese entido.

Los artículos 25 V 8 de la Convención concretan, on referencia a las actuaciones v omisiones
de los 6rg\H\OS judiciales internos, los alcances el mencionado principio de gef'\ereción de
r.'Donsabilidad por los actos de todos los órganos del Estado. ,&s

I
163. En este caso. el Estado salvadore~o es responsable por la violación de varias

disposiciones de la Convención Americana,¡ como consecuencia del secuestro y,
desaparición forzada de Iss niñas Ernestins V Erlinda Serrano Cruz, en el marco del
conflicto armado interno de El Salvador. Por Id tanto. el Estado salvadoreño ha incurrido
en violación del artículo 1(1) de la Convención Americana, pues no cumplió con su deber
de garantizar y respetar los derechos a la libertad personal. la integridad personal. el debido
proceso. la protección judicial. el nombre. y la protecci6n especial de las niñas Serrano
Cruz. así como el derecho a la vida familiar.

-

,&, COrte IDH. Cne vmfJgrtln Mo",tes, srJpra, parro 220.

-

-
I
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164. De conformidad con le jurisprud .neia constante de elite alto Tribunal y los
principios de derecho internacional que rige en esta materia, la Corte ordenarA la
reparación del daño infligido e Ernestina y Erlin a y sus familiares. En el presente caso, es
atribución de la parte lesionada detallar 5US retensiones sobre la naturaleza, alcance y
modalidad de ras medidas de reparación, per la Comisión considera pertinente realizar
algunas precisione5 sobre esta meterla,

A. R••pecto de los beneficiarios
\
•

r

-

I

165. La CIDH considera Que la Honor~bfe Corte declare como beneficiarlos de la,
reparación a Ernestina y ErUnda Serrano Cruz· y a sus hermanos, Suyapa Serrano Cruz
franco y JOSé Fernando Serrano Cruz. En la demanda, la Comisión había solicitado también

I

la declaración de la señora Marra Victoria Cruz~ pero desafortunadamente ella ha muerto
con postenondad. !

,

B. Medida de restitución perellll

166. En primera lnatancie, la Comisión considera que, si bien es evidente que no
es posible una restitución (ntegra, las particulari ade$ de este caso sustentan la presunción
razonable de que algunas medidas oodrran t ner como resultado la reunificación de,
Ernestina y Erlinda con sus famiiias. '

I
¡

'67. La Corte ha escuchado el testimo~io de la labor que realiza Pro-Búsqueda a
este respecto, y considera que las propuestas realizadas por esta entidad para la creación
de una Comisión con la naturaleza, competencia y atribuciones que esta asociación ha
propuesto, es una medida de restitución parclel .que debe ser ordenada en el COntexto de

i
este caso. I

I

168. Inscrita dentro de esta medida gen~riCa, la Comisión considera que estará la
obligación particular de realizar una jnvestigació~ exhaustiva a fin de ubicar el paradero de
las hermanas Ernestina y Erlinda Serrano Cruz. n el caso que ellas fuesen localizadas con
vida en el Estado de El Salvador u otro, el Esta o deberé implementar todas las medidas
necesarias para asegurar que exista la posibilida de una reunificaci6n familiar, sufragar el
apoyo psicológico y logístico que los familiares requIeran en este contexto, y pagar los
gastos razonables en que deban incurrir PSf reelizerta. Para dar seguimiento del
cumplimiento de esta obligación, la Comisión con ldera que debería delegarse a la Comisión
que se crearé y, hasta el momento de su creaciclln e instalación efectivas, a la asociación
Pro·Busqueda. cuyos gastos en esta tarea deberá~ ser sufragados por el Estado.

,

169. En el caso de que IIegua a establecerse que Ernestina y Erlinda fueron
aseeinadaa, las medidas deberán incluir la entrega de sus restos a los familiares.

c.
,

Medidas de satisfacción y no-repeti~ión
,,

r

r,

, 70. La Comi5i6n solicita a la Corte que! ordene las siguientes reparaciones como
medidas de satisfacción y garantías de no-repstlcl n:

#t920-Ü~.2
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b.

dar efecto legal en el ámbito inte no a la obligación de investigar y sancionar
efectivamente a los responsables del secuestro y desaparición forzada de las
hermanas Serrano Cruz;

la tipificación en el derecho inte o del delito de desaparición forzada, V la
ratificación de la Convención Int ramericana sobre Desaparición Forzada de
Personas.

D. Modidas d. wmpensaci6n

-
171. De conformidad con los criterio8 establecidos por la Corte, la Comisión

considera Que esta medida de reparación es pertinente en el presente caso, considerando
que es la única medida que lograrA reparar, : en forma alternativa, los graves daños
demostrados en este caso.

172. Particularmente, a la luz de la es eranza que existe sobre su localización, la
Comisión solicita a la Corte que se pronuncie en uanto a una indemnización compensatoria
por el daño al proyecto de vida sufrido por les Ictlmas, aplicable en el caso de que éstas
seen localizadas con vida.

•, E• Medid•• de reh.bilitación

r,,
,

,
!

173. La ComisiOn considera Que es pertinente el pago de medidas de la
rehabilitación que 'a señora Suyapl' Serrano Cru y otros mIembros de su familia debieron
procurar como parte de la reconstrucción de sus proyectos de vida después de los hechos
del caso.

174. La Comisión considera que es pertinente V relevante ordenar al Estado de El
Salvador el pago de las costas en que ha incurridC;> la parte lesionada y sus representantes 8

lo largo de este proceso. Dichas costas son las qriginadas en el ámbito nacional durante la
tramitación de procesos. averiguaciones y trámrtds en el fuero interno, y el proceso ante la
Comisión y ante la Corte.

­,,

-
.
•

F. Costea y gastos

I

•
•
·•

•

r
•

I

!
1
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175. Los elementos de conviccIón y lo elegatos expuestos durante el trámite del
presente caso demuestran que el Estado salva oreño es responsable por la violación de
varios dereohos fundamentales protegidos por I . Convención Americana, en perjuicio de las
hermanas Ernestina y Erlinda Serrano Cruz y de lfu familia.

176. En primer lugar, el Estado faltó su obligación de brindar a las hermanas
Serrano Cruz las medidas especiales de prote ción establecidas en el artCculo 19 de la
Convenci6n Americana. AsImismo, dicho Estad es responsable por la violación continuada
del artrculo 7 de le Convención American¡¡¡. res ecto al derecho 8 la libertad y seguridad
personal de las niñas Ernestlna y Erllnda Serrano ruz.

I

177. El Estado salvadoreño es responsable además por la violación del derecho a la
Integridad personal en perjuicio de Ernestina V Erlinda y Suyapa Serrano Cruz, y de sus
familiares.

178. La falta de eSClarecimiento de los echos SI! atribuye a la ausencia completa
de medidas adecuadas de investigación, que corresponden exclusivamente al Estado
salvadoreño. Ello se agrava especialmente porq e las dos niñas tenCan en ese momento el
derecho a la protección especial Que impone el artículo 19 de la Convención Americana,
además del conjunto de garantías que fueron vu eradas por la conducta del Estado, como
se ha determinado supre, Por lo tanto. el Estado salvadoreño es responsable
internacionalmente por la violación del derecho P,/'0tegide en el artículo 4 de la Convención
Americana en perjuicio de Ernestina y Erlinda serrano Cruz.

•

179. No se respetó en el presente caso '1derecho a la tutela judicial efectiva, en el
marco de un proceso rodeado de las garantías el debido proceso, como lo imponen los
artlculos 8 y 25 de la Convención Americana. n virtud de ello, el Estado es igualmente
responsable por la violación de ambas dlsoosle ones en perjuicio de Ernestina y Erlinda
Serrano Cru2 y de sus familiares.

180. Como se ha determinado, el Estado salvadoreño no tomó medida alguna para
cumplir con las obligaciones establecidas para la rotección de las niñas Serrano Cruz, con
lo Que se inició la situación violatona que su siste hasta la fecha. En definitiva, la
separación forzase de las niñas Serrano Cruz d su familia y la falta de diligencia en la
investigaci6n y determinaci6n de su paradero, !configuran violaciones de los derechos
protegidos por el ertículo 17 de la Convención Americana.

181. En la medida en que la desaparició forzada de las dos ni~as ha llevado a la
supresión de su identidad, los hechos establecido en el presente ceco generan igualmente
la responsabilidad del Estado salvadoreño por la iolaclén del artículo , B de la Convención
Americana en perjuicio de Ernestina V Ertinda Serr no Cruz.

182. En este caso, el Estado salvadoreño es responsable por la violación de varias
disposiciones de la Convención Americana, como consecuencia del secuestro y
desaparición forzeda de las niñas Ernestina y Erlln a Serrano Cruz, en el marco del conflicto

•

armado interno de El Salvador. Por lo tanto, el E5tado salvadoreño ha incurrido en violación

•,,

I,
I

#~92 0 - 0~4
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del artfculo 1(11 de la Convención Americana. pues no cumplió con su deber de garantizar v
respetar los derechos a la libertad personal, la integridad peraonal, el debido proceso. la
protecci6n judicial, al nombre. los derechos de protección como niñas V de la familia de las
níñas Ernestine y Erlinda Serrano Cruz.

183. Como consecuencia de las violaciones IIquf demostradas, el Estado
salvadoreño debe adoptar diversas medidas de reparación, que incluyan la realizaci6n de
una investigación completa, imparcial V efectiva a fin de identificar, procesar y sancionar
penalmente a los agentes de dicho Est8do que tomaron en custodia y procedieron a la
desaparición forzada de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz a partir del 2 de junio de 1982. en
Chalatenango. La investigación exhaustiva deberé además conducir a la ubicación,
identificación y entrega de los restos de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz a sus familiares.
en caso de que llegue a establecerse que fueron asesinadas,

, 84. Asimismo, las reparaciones a las que está obligado el Estado salvadoreño
incluyen la adopción de las medidas necesarias a fin de ratificar la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y tipificar como delito la
desaparición forzada de personas. Deberé adoptar igualmente las medidas necesarias para
que los familiares de la víctima reciban una adecuada y oportuna reparación, que
comprometa una plena satisfacción por las violaciones de los derechos humanos
demostradas en la presente demanda, asr como el pago de una justa indemnización
compensatoria por los daños patrimoniales y extrapatrimoniales, Que incluyan el daño
inmaterial. Por último, el Estado salvadoreño está obligado a resarcIr los gastos V costas en
que hayan incurrida los familiares de las víctimas en sus actuaciones en la tramitación del
caso en El Salvador y ante la CJDH, así como las que se originen como consecuencia de la
tramitación de la presente demanda ante la Corte.
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VII. PETITORIO

185. Con buse en 105 argumentos y fundamentos de hecho y de derecho
expuestos a lo largo del trámite de este caso, la Comisión Interamericana solicita a la Corte:

,.....
a. que rechace primera, segunda y cuarta excepciones interpuestas por el

Estado de El Salvador;

b. que tenga por retirada la tercera excepción preliminar del Estado.

186. La CIDH solicita además a la Corte Interarnericana que, en su declaración
sobre el fondo del caso, declare que

,.....
••

-

a .

b.

c.

el Estado salvadoreño ha violado los articulos 4 (Derecho a la vida)' 5
(Derecho a la integridad personal), 7 (Derecho a la libertad personal), 8
(Garantías judiciales), 25 (Protección judicial) y 1(1) (Obligación de respetar
los derechos) de la Convención Americana, en perjuicio de Ernestina y ErUnda
Serrano Cruz por la captura y posterior desaparición de las vrctimas.

el Estado salvadoreño ha violado los derechos establecidos en los artículos
19 (Derechos del niño), 17 (Protección a la familia), 18 (Derecho al nombre) V
, 1') (Obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana en
perjuicio de Ernestina V Erlinda Serrano Cruz, por haberles negado a las
víctimas su condición de niñas, haberlas separado de sus padres y parientes
V negarles su identidad.

el Estado salvadoreño ha violado los derechos establecidos en los artículos
5(1) y 5(2) (Derecho a la integridad personal), 17 (Protección a la familia) y
1(11 (Obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana, en
perjuicio de los familiares de las hermanas Serrano Cruz, en virtud del
sufrimiento que les causó la captura y posterior desaparición de las ­
entonces- niñas.

d. el Estado salvadoreño ha violado los artículos 8.1 {GarantCas judiciales), 25
(Protección judicial) y '.1 (Obligación de respetar los derechos) consagrados
en la Convención Americana, por no respetar el derecho de los familiares de
la vrenma a saber la verdad.

187. Finalmente, la Comisión Interamericana solicita a la Corte que ordene al
Estado de El Salvador que:

-

-

a. lleve a cabo una Investigación completa, Imparcial y efectiva 8 fin de
identificar, procesar y sancionar penalmente a los agentes del Estado
responsables de la captura y posterior desaparición forzada de Ernestina V
Erlinda Serrano Cruz, por los hachos ocurridos a partir del 2 de junio de
1982, en el Municipio de San Antonio de la Cruz, Departamento de
Chalatenango.
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b.

c.

d.

e.

implemente todae las medidas necesarias pare asegurar Que exista la
posibilidad de una reunlficaclón familiar en el presente caSo, sufrllger el apoyo
psicológico y logístico que los familiares requieran en este contexto, y pagar
los gastos razonables en Que deban incurrir para realizarla.

adopte las medidas necesarias 8 fin de ratificar la Convención Interamericana
sobre Desaparición Forzada de Personas y tipificar como delito la desaparición
forzada de personas en El Salvador.

cree una Comisión con la naturilleza, competencia y atribuciones que la
asociación Pro-Búsqueda ha diseñado como resultado de su experiencia en
este campo.

realice una investigación exhaustiva a fin de ubicar, identificar y entregar los
restos de Ernestina y Erlinda Serrano Cruz a sus familiares, en caso de que
llegue a establecerse que tueron asesinadas.

f. adopte las medidas necesarias para que las víctimas y sus familiares reciban
una adecuada V oportuna reparación que comprometa una ,;llena satisfacción
por las violaciones de los derechos humanos alegadas en la presente
demanda. así como el pago de un" justa indemnización compensatoria por los
dilños patrimoniales y extrapatrimonial88. incluyendo el daño inmaterial.

.
I
.
;

g. reSBrza los gastos y costas en que haven incurrido los familiares de las
víctimas en sus actuaciones en la tramitación del caso en El Salvador y ante
la eIDH. asi como las que se originen como consecuencia de 18 tramitación
de la presente demande ante la Corte.

r
,
,

~,
,
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•
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Washington D.C.
a de octubre de 2004
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